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PROYECTO DE LEY NUMERO 192 DE 2007 SENADO

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. Deróguese el artículo 26 de la Ley 361 de 1997.
Artículo 2°. La presente ley rige a partir de su promulgación.

EXPOSICION DE MOTIVOS
El artículo 26 de la Ley 361 de 1997 a la letra dice: “En ningún caso, la 

limitación de una persona podrá ser motivo para obstaculizar una vinculación 
laboral, a menos que dicha limitación sea claramente demostrada como in-
compatible e insuperable en el cargo que se va a desempeñar. Así mismo, nin-
guna persona limitada podrá ser despedida o su contrato terminado por razón 

No obstante, quienes fueren despedidos o su contrato terminado por razón 
de su limitación, sin el cumplimiento del requisito previsto en el inciso ante-
rior, tendrán derecho a una indemnización equivalente a ciento ochenta días 
del salario, sin perjuicio de las demás prestaciones e indemnizaciones a que 
hubiere lugar de acuerdo con el Código Sustantivo del Trabajo y demás nor-

La Ley 361 de 1997, “por la cual se establecen mecanismos de integración 
-

pedida en desarrollo del mandato constitucional, y se la ha reconocido como 

de la discapacidad. Puntualiza diversos aspectos en relación con los derechos 
fundamentales de las personas con limitación y establece obligaciones y res-
ponsabilidades del Estado en sus diferentes niveles para que las personas que 
se encuentren en esta situación, puedan alcanzar “...su completa realización 

como la prevención, la educación, la rehabilitación, la integración laboral, el 
bienestar social y la accesibilidad, entre otros.

No obstante las bondades indiscutibles de dicha ley se han presentado se-

obstaculizan en gran manera su aplicación.
En efecto, muchos empresarios se abstienen de contratar personas en situa-

ción de discapacidad, motivados en diversos fallos de los tribunales, que, ba-
sados en una incorrecta interpretación del artículo 26 en comento, consideran 

que un empleador no puede despedir a un trabajador en situación de incapaci-

Al atribuir al artículo 26 una equivocada y supuesta protección, encamina-
da a impedir que el empleador pueda despedir con justa causa a un trabajador 
en situación de discapacidad, al igual que lo haría con cualquier otro trabaja-
dor que no desempeñe adecuadamente sus funciones o incumpla el reglamen-
to de trabajo, lejos de proteger a este tipo de trabajadores, les crea una barrera 
de ingreso al mundo laboral. Cosa diferente es impedir que los despidos se 
hagan como consecuencia o por causa de su discapacidad, situación que la ley 
debe impedir y sancionar.

El mandato constitucional habla de igualdad de derechos y oportunidades 
para todos y de protección especial para los grupos más vulnerables. Mal po-
dría el legislador propiciar protección indebida a los trabajadores cuyo bajo 
o nulo desempeño no tenga relación alguna con la situación de discapacidad 
que le afecte. Es claro que si un empleador contrata una persona en situación 
de discapacidad, lo hace a sabiendas de que esa incapacidad no le impedirá 
cumplir con las funciones para las cuales ha sido contratada y que podrá hacer 
su trabajo en igualdad de condiciones que los demás trabajadores. De no ser 

con alta discriminación positiva, seguramente ningún empresario ofrecería 
posibilidades laborales a las personas en situación de discapacidad.

De otra parte sería de esperarse un pobre resultado laboral en las personas 
con discapacidad, si de antemano conocen que, sea cual sea su desempeño, 
tienen garantizado su puesto pues no van a poder ser despedidas. Igualmente 

-
fesional que les permiten integrarse social y laboralmente.

Las personas con discapacidad son miembros activos del mundo del traba-

social y deben ser tenidos en cuenta por sus capacidades y habilidades indivi-
duales. Tienen derecho a integrarse a la sociedad a través de la inclusión con 
igualdad de oportunidades, deberes y derechos.

I. Problemática
Hoy en día los términos utilizados para referirse a una persona que presen-

ta algún tipo de discapacidad son impedidos, limitados, inválidos, minusváli-

El término discapacidad, según la Organización Mundial de la Salud, 
OMS.
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“No es algo que se tiene ni que es, sino que se entiende como un estado de 
funcionamiento que describe el ajuste entre las capacidades del individuo, la 

La discapacidad, hoy en día, es reconocida como un tema fundamental 
de Derechos Humanos en el ámbito nacional e internacional, que según la 
Organización de Naciones Unidas (ONU) va asociada con la discriminación y 

(2006) crea mecanismos de protección a los Derechos Humanos a las perso-
nas en situación de discapacidad donde promueve, protege y asegura el goce 
pleno y en condición de igualdad de todos los Derechos Humanos y libertades 
fundamentales para todas las personas con discapacidad. Así las cosas, los ar-
tículos 5° y 27 de la convención establecen el derecho a la no discriminación 
y a la igualdad en el trabajo y empleo.

Según la Organización Mundial de la Salud, se estima que 600 millones 
de personas en el mundo, es decir el 10% de la población tiene algún tipo de 

cifra podría alcanzar el 18% de la población total.

En Colombia según los datos arrojados por el Censo General 2005, reali-

permanente, lo cual equivale al 6.4% del total de la población colombiana.
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DISCAPACIDAD EN COLOMBIA CENSO DANE 2005

-
ten varios tipos de discapacidad como la física, visual, cognitiva, sensorial, 

-
cidad para trabajar y participar en la sociedad. A nivel nacional se han venido 

discapacidad que, con el compromiso de todos los estamentos de la sociedad, 
-

II. Fundamento jurídico
Diversos instrumentos jurídicos internacionales y nacionales se han enca-

minado a la protección del derecho al trabajo de las personas con discapacidad 

dicha protección está consagrada en la Constitución Política de 1991 donde se 

atención, apoyo e integración social de las personas con discapacidad como 
los siguientes:

Artículo 13: “...El Estado protegerá especialmente a las personas que, por 
su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de 

Artículo 47: “El Estado adelantará una política de previsión, rehabilitación 
e integración social para los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a 

Artículo 54: “El Estado debe ... garantizar a los minusválidos el derecho a 

Artículo 68: “...La erradicación del analfabetismo y la educación de per-
sonas con limitaciones físicas o mentales,... son obligaciones especiales del 

económicos y culturales, además de los ya mencionados, los cuales son de 
carácter universal y por tanto cubren a quienes presenten algún tipo de limi-
tación o discapacidad. El artículo 25 hace mención al trabajo como derecho y 

-
culos 48 y 49, en los cuales se prescribe que la seguridad social es un servicio 
público, obligatorio y a la vez un derecho irrenunciable de todos los habitan-
tes, además “Se garantiza a todas las personas el acceso a los servicios de pro-

acceso de todos a la cultura.
-

rechos de las personas en situación de discapacidad como la Ley 762 de 2002, 
mediante la cual se aprueba la Convención Interamericana para la Elimina-

-
pacidad.

La Ley 982 de 2005, por la cual se establece normas tendientes a la equi-
paración de oportunidades para las personas sordas y sordociegas y se dictan 
otras disposiciones.

Decreto 2381 de 1993, “por el cual se declara el 3 de diciembre de cada año 

señala el funcionamiento del Comité Consultivo Nacional de las Personas con 

Ley 100 de 1993, por la cual se crea el sistema de la Seguridad Social 
Integral.

El Decreto número 970 de 1994 que promulga el Convenio sobre Readap-
tación Profesional y el Empleo de las Personas Inválidas.

Invalidez.
Decreto número 1128 de 1999 reestructura el Ministerio y se incluye la 

asignación de funciones con respecto al tema de discapacidad.

entidad acreditadora y se adoptan otras disposiciones.
Ley 105 de 1993, Ley para las disposiciones básicas del transporte.
Decreto número 1660 de 2003, que reglamenta la accesibilidad en los mo-

dos de transporte de la población en general y en especial de las personas con 
discapacidad.

Decreto 1538 de 2005, “por el cual se reglamenta parcialmente la Ley 361 

público y la vivienda.
Decreto número 975 de 2004, establece una discriminación positiva para 

Vivienda de Interés Social.
Resolución 003636 de noviembre 24 de 2005, “por la cual se establecen 

los parámetros mínimos para vehículos de transporte colectivo terrestre au-
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tomotor de pasajeros que permita accesibilidad de personas con movilidad 

Ley 115 de 1994, Ley General de Educación.
Ley 324 de 1996, por la cual se establecen normas a favor de la población 

sorda.
Decreto número 2082 de 1996 reglamenta la atención educativa para per-

Decreto 2369 de 1997 ofrece recomendaciones de atención a personas con 
limitación auditiva.

Decreto número 3011 de 1997 sobre adecuación de instituciones en pro-
gramas de educación básica y media de adultos con limitaciones.

Ley 4596 que establece requisitos para diseñar y desarrollar un Sistema 
Integral de Señalización en las instituciones educativas, que contribuya a la 
seguridad y fácil orientación de los usuarios dentro de estas, dispone el uso de 
señales para personas con discapacidad.

-
plir y los ensayos a los que se deben someter los pupitres y las sillas destinadas 
para uso de los estudiantes con parálisis cerebral y en sillas de ruedas respec-
tivamente.

La Ley 335 de 1996, relacionada con la Comisión Nacional de Televisión 
(CNTV) y mediante la cual se crea la televisión privada, ordena que en su ar-
tículo 12 “... se deberá incluir el sistema de subtitulación o lengua manual para 
garantizar el acceso de este servicio a las personas con problemas auditivos o 

Decreto número 1900 de 1990, “por el cual se reforman normas y estatutos 

Decreto número 1130 de 1999 que reestructura el Ministerio de Comuni-
caciones. En estos, se plantea entre otros asuntos que: la información es un 
derecho fundamental, las telecomunicaciones tienen por objeto elevar el nivel 

social, y se debe desarrollar investigación y nuevas tecnologías.
Acuerdo 38 de 1988 crea mecanismos para garantizar el acceso al servicio 

público de televisión por parte de las personas con limitación auditiva.

programación de televisión para la población sorda.
Ley 397 de 1997, “por la cual ... se dictan normas sobre el patrimonio 

cultural, fomentos y estímulos de la cultura, se crea el Ministerio de la Cultu-

el Estado, al formular la política cultural, tendrá en cuenta y concederá “espe-

Deporte, la Recreación, el aprovechamiento del tiempo libre y la Educación 

Ley 582 de 2000, establece el Sistema Deportivo Nacional de las Personas 
con Discapacidad y crea el Sistema Deportivo Nacional de las personas con 

del deporte y organiza por modalidad de discapacidad cada una de las federa-
ciones deportivas.

-

Decreto 0641 de 2001, “por el cual se reglamenta la Ley 582 de 2000 sobre 
deporte asociado de personas con limitaciones físicas, mentales o sensoria-

Resolución 000741 de 2005, “por el cual se reglamenta el Programa ‘Apo-

Normas Internacionales
En el ámbito internacional sobresalen entre otros:
Convenio número 159 de la OIT (1983) convenio, sobre la readaptación 

profesional y el empleo (personas inválidas).

Recomendación OIT número 99 sobre la adaptación y la readaptación pro-
fesionales de los discapacitados 1955.

Recomendación OIT número 150, sobre desarrollo de los recursos huma-
nos, 1975.

Recomendación OIT número 168 sobre la readaptación profesional y el 
empleo (personas discapacitadas), 1983.

Recomendación 169 sobre la política de empleo y la protección contra el 
desempleo 1988.

Ley 762 de 2002 mediante la cual se aprueba la Convención Interameri-
cana para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra las 
Personas con Discapacidad.

Convenio 88 sobre el servicio de empleo 1948 y recomendación sobre el 
servicio de empleo, 1948 (número 83).

Normas Uniformes de Naciones Unidas. Las Normas Uniformes sobre la 
igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad fueron apro-
badas por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su cuadragésimo 
octavo período de sesiones, mediante Resolución 48/96, del 20 de diciembre 
de 1993.

Todas las normas citadas revisten la mayor importancia y tienden a la de-
bida protección e incorporación de las personas que sufren algún tipo de dis-
capacidad a la sociedad y al mundo laboral.

Sin embargo, la indebida interpretación que se ha dado al artículo 26 de la 
Ley 361 de 1997, lejos de cumplir con la intención de proteger a los discapa-
citados y ampliar sus posibilidades de inserción al mundo laboral en igualdad 
de condiciones con los demás trabajadores, se ha convertido en un serio obs-
táculo para el logro de ese propósito.

Por las consideraciones anteriores, solicito al Congreso de la República 
proceder a dar trámite y aprobar el proyecto de ley por medio de la cual se 
deroga el artículo 26 de la Ley 361 de 1997.

De los señores congresistas.
Atentamente,

Senadora de la República.
SENADO DE LA REPUBLICA

Sección de Leyes
Bogotá, D. C., 14 de noviembre de 2007
Señora Presidenta:

2007 Senado, 

, me permito pasar a 

el día de hoy ante Secretaría General. La materia de que trata el mencionado 
proyecto de ley es competencia de la Comisión Séptima Constitucional Per-
manente, de conformidad con las disposiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General,

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO DE LA REPUBLICA
Bogotá, D. C., noviembre 14 de 2007
De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por repartido 

el proyecto de ley de la referencia a la Comisión Séptima Constitucional y en-

en la Gaceta del Congreso.
Cúmplase.

La Presidenta del honorable Senado de la República,

El Secretario General del honorable Senado de la República,
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P  O  N  E  N  C  I  A S
INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE

AL PROYECTO DE LEY NUMERO 117 DE 2007 SENADO, 
171 DE 2007 CAMARA

Bogotá, D. C., 14 de noviembre de 2007
Doctor
IVAN DIAZ MATEUS
Presidente
Comisión Séptima Constitucional Permanente
Senado de la República
Ciudad
Referencia: Informe de Ponencia para primer debate al Proyecto de ley 

número 117 de 2007 Senado, 171 de 2007 Cámara.
Señor Presidente:
En cumplimiento de la designación que nos fue encomendada, presenta-

mos el informe para primer debate al Proyecto de ley número 117 de 2007 
Senado, 171 de 2007 Cámara, 

y para efectos de lo cual nos permitimos 
hacer las siguientes consideraciones:

1. Objeto y contenido de la iniciativa legislativa

proyecto puede ser descrito con la cita de los siguientes apartes de la misma: 
“El Constituyente estableció la carrera administrativa como la regla general 
para la provisión de los empleos en los órganos y entidades del Estado, para el 

en prever un sistema de carrera, coordinado y armónico, técnicamente organi-

todo el territorio.

-
cursar y adquirir derechos de carrera, vieron frustrada dicha posibilidad, sin 
que el Estado durante más de cinco (5) años, efectuara acciones positivas diri-
gidas a solventar sus aspiraciones, tan solo hasta el año 2004 fecha en que se 
sanciona y publica la Ley 909 se concretan las acciones por parte del Estado 
sobre el empleo público y su acceso en cargos de carrera.

La falta de acción estatal no tiene por qué acarrear en sus servidores, ines-

acciones jurisdiccionales que con posterioridad afecten el patrimonio público, 
es pertinente consagrar una etapa de transición, que sin violentar el principio 
constitucional del ingreso por mérito, genere algún margen de estabilidad y 
protección social a los servidores que han permanecido vinculados al Estado 

Dada la liberalidad, con la cual la administración pública ha podido dis-
poner de la remoción de los empleados provisionales, el hecho de mantenerse 

desempeño ha sido satisfactorio, y por tal razón no se atentará con el buen 
desempeño estatal, el garantizarles estabilidad y protección social a dichos 
servidores.

Con el proyecto en mención no se atenta contra la constitucionalidad, ni 
contra los principios de la Carrera Administrativa, por cuanto solo se consa-
gra una etapa de transición, de buen recibo por la legislación y se desarrollan 
postulados como los señalados en los artículos 2°, 53, 90 y 122 de la Carta 
Magna.

Los destinatarios de esta norma serán evaluados en su desempeño labo-
ral con las mismas normas, parámetros, instrumentos, oportunidad y efectos 

gestión por resultados de las entidades públicas.
Este proyecto de ley no pretende desconocer el espíritu de la Ley 909 de 

2004 que tiene por objeto la regulación del sistema de empleo público, la 

carrera administrativa, y la gerencia pública, y que en desarrollo de la misma 
se adelanta la Convocatoria número 001 para provisión mediante el sistema 
de méritos de los empleos de carrera de las distintas entidades del Estado que 

-
munidad que bajo los principios que enmarcan la función pública como es el 
criterio de mérito, aplicable para la selección del personal que integra la fun-
ción, se desconociera el derecho para la sociedad colombiana de participar en 

-
do a sus capacidades profesionales y calidades personales, toda vez que, tal 
como lo dispone la misma Ley 909, la función pública asegurará la atención y 
satisfacción de los intereses generales de la comunidad. 

En consideración a ello es necesario que el Estado brinde una protección 
especial a estas personas, evitando una problemática social que se generaría 
en varios hogares colombianos al quedar sin el trabajo que les permitiera la 
remuneración constante con la cual brindan el sustento a sus familias.

Lo que se propone por este proyecto, es disponer una etapa de transición o 
un régimen especial de permanencia para la población que pueda encontrarse 
en situación de desprotección, cuando con los concursos se suplan los cargos 
que ellos ocupaban, y de esta manera afectar su estabilidad laboral, frente 
a situaciones en las cuales no dispusieron encontrarse voluntariamente, sino 
por mandato jurisprudencial y por falta de desarrollo normativo por parte del 
Estado.

En tal razón, se propone que como consecuencia del principio de estabili-
dad laboral se dé aplicación a las demás disposiciones que no les sean contra-
rias y que como causales de retiro del servicio se apliquen las que consagra la 

-
manencia en el empleo de este grupo de personas que, entre otros aspectos, en 

-
nistrativa cuando así lo permitía la ley y que sin embargo en la mayoría de los 

2. Marco jurídico del proyecto

-
-

cisca Toro Torres, quien tiene la competencia para tal efecto.

Cumple además con los artículos 154, 157, 158 de la Constitución Política 
referentes a su origen, formalidades de publicidad y unidad de materia. Así 

-
ciones del Congreso está la de hacer las leyes.

3. Antecedentes

El proyecto de ley tiene origen en el Senado de la República, presentado a 
consideración del Congreso de la República por la honorable Senadora Dilian 

Cámara de Representantes con número 171 de 2007. Mediante Resolución 
número 052 del 1° de noviembre de 2007, la Mesa Directiva del Senado de 
la República autorizó a la Comisión Séptima Constitucional Permanente del 
Senado de la República para sesionar conjuntamente con la Comisión Séptima 
de la Cámara de Representantes para dar primer debate al proyecto de ley. En 
la parte motiva de la resolución fue escrito: “Que el señor Presidente de la 
República ha solicitado trámite de urgencia y la deliberación conjunta de las 
Comisiones Séptimas Permanentes de Senado de la República y Cámara de 
Representantes, a efecto de dar primer debate al Proyecto de ley número 117 
de 2007 Senado y 171 de 2007 Cámara, 

 Lo anterior debido a que el Gobierno 
considera de gran importancia este proyecto, el cual no pretende desconocer el 
espíritu de la Ley 909 de 2004, que tiene por objeto la regulación del sistema 
de empleo público, la carrera administrativa y la gerencia de empleo, sino dis-
poner de una etapa de transición o un régimen especial de permanencia para la 
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4.
El trabajo en Colombia es un derecho constitucional1 que se enmarca den-

tro de principios mínimos fundamentales. Estos principios se establecen con el 

inalienables e inherentes a su condición, en la promoción del Estado Social de 

-
-

-

1

-
2

conformidad con los principios establecidos en el artículo 53 de la Constitu-
ción Política, se establece una etapa de transición para los servidores que a la 
publicación del fallo de Constitucionalidad C-372 de 1999, se encontraban 
vinculados a la administración pública en condición de provisionalidad, por 
cuanto con dicho fallo, se limitó la posibilidad de adquirir derechos de carrera, 
para el personal en ese momento vinculado.

El Constituyente estableció la carrera administrativa como la regla general 
para la provisión de los empleos en los órganos y entidades del Estado, para el 

en prever un sistema de carrera, coordinado y armónico, técnicamente organi-

todo el territorio.

momento vinculados con nombramientos provisionales, que ingresaron a los 

frustrada dicha posibilidad, sin que el Estado, durante más de cinco (5) años, 
efectuara acciones positivas dirigidas a solventar sus aspiraciones, situación 
a la que habría que agregar la negligencia de los representantes de muchas 
entidades para tramitar bajo la vigencia de la Ley 27 de 1992 la inscripción 

-
lizar los concursos para lo cual estaban autorizados por las normas anteriores 
a la Ley 443 de 1998 así como por esta.

2004 y de acuerdo a ello se plasma un aparte de la misma:
-
-

política de ingresos, ascensos, registro público de carrera y 
a la evaluación del desempeño, ha provocado una situación objetiva de ab-

modelo a la espera de la intervención del Legislador 3

los servidores públicos al empleo público de carrera administrativa son por ra-
zones atribuibles al propio Estado, porque el ingreso y los ascensos dentro de 
la carrera, se paralizaron por más de una década, debido tanto a la negligencia 
de las autoridades administrativas encargadas de implementarla como a los 

2 Cf. Sentencia C-023 de 1994. M. P. Vladimiro Naranjo Mesa.

vacíos legislativos y no por culpa de los servidores públicos con nombramien-
tos en provisionalidad, en quienes no se puede descargar tales responsabili-
dades que sería tanto como pasarles cuenta de cobro por la culpa, la acción y 
omisión de terceros. 

La falta de acción estatal, no tiene por qué acarrear en sus servidores, ines-

acciones jurisdiccionales que con posterioridad afecten al patrimonio público, 
es pertinente consagrar una etapa de transición, que sin violentar el principio 
constitucional del ingreso por mérito, genere algún margen de estabilidad y 
protección social a los servidores que han permanecido vinculados al Estado 

Dada la liberalidad, con la cual la administración pública, ha podido dis-
poner la remoción de los empleados provisionales, el hecho de mantenerse 

-

y debida prestación de los servicios a cargo, por tal razón con esta iniciativa 
se promueve el cumplimiento de principios constituciones propios del Estado 
Social al garantizarles estabilidad y protección social a dichos servidores.

De lo dicho es necesario resaltar que por la inacción atribuible al Estado, 

a la naturaleza jurídica de este tipo de nombramiento se debe realizar por un 
período corto de tiempo, es así como por omisión legislativa se prolongó in-

disposiciones legales que la consagraron.
En el marco normativo de la provisionalidad, vencido el término de la 

misma o terminada la situación administrativa que le dio origen o hecho un 
nombramiento en provisionalidad, el empleado debía ser retirado del servicio 
mediante declaratoria de insubsistencia de su nombramiento a través de acto 
administrativo, y en tal sentido se encuentra que tampoco se cumplieron las 
previsiones legales.

Respecto a la situación de provisionalidad prolongada en el tiempo la Cor-
te Constitucional se ha pronunciado a través de diversos fallos, de la siguiente 
manera:

“(…) puesto que el período de prueba tiene una vigencia igual a la del 
-

nales –de 4 meses–, 

-

intervenir en aquellas situaciones en las que se observe que la evaluación 

-

-
ra y la tendencia lógica y favorable, en este asunto, 
ha de ser la aplicación del aludido principio de la primacía de la realidad, en 
la vía de hacer respetar la estabilidad de los servidores públicos, no por la vía 
de establecer a su favor privilegios que resulten superiores y desbordados res-
pecto de los derechos de los aspirantes a ingresar al servicio público y que no 
se encuentran vinculados al servicio del Estado, sino por la vía de valorar las 
consecuencias de la vinculación al servicio más allá de los plazos previstos, 
situación que como se sabe, en ciertos casos supera los veinte años, se trata 
de respetar los derechos derivados de una realidad que debe primar sobre la 
formalidad de las normas jurídicas.

Con el proyecto en mención no se atenta contra la constitucionalidad, ni 
contra los principios de la Carrera Administrativa, por cuanto solo se consagra 
una etapa de transición, desarrollándose postulados como los señalados en los 
artículos 2°, 53 y 122 de la Carta Magna.

no pretende desconocer el espíritu de la Ley 909 de 2004 que tiene por ob-
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jeto la regulación del sistema de empleo público, la carrera administrativa, 

los principios que enmarcan la función pública como es el criterio de mérito, 
aplicable para la selección del personal que integra la función, se desconociera 
el derecho para la sociedad colombiana de participar en el concurso público 

-
des profesionales y calidades personales, toda vez que tal como lo dispone la 
misma Ley 909, la función pública asegurará la atención y satisfacción de los 
intereses generales de la comunidad.

En consideración a ello es necesario que el Estado brinde una protección 
especial a estas personas, evitando una problemática social que se generaría 
en varios hogares colombianos al quedar sin el trabajo que les permitiera la 
remuneración constante con la cual brindan el sustento a sus familias.

Lo que se propone por este proyecto, es disponer una etapa de transición o 
un régimen especial de permanencia para la población que pueda encontrarse 
en situación de desprotección, cuando con los concursos se suplan los cargos 
que ellos ocupaban, y de esta manera afectar su estabilidad laboral, frente a si-
tuaciones en las cuales no tuvieron ninguna injerencia y en la que se encuentran 
como consecuencia de providencias judiciales y por inacción de las autoridades 
competentes al no efectuar los desarrollos normativos por parte del Estado.

En tal razón, se propone que como consecuencia del principio de estabili-
dad laboral se dé aplicación a las demás disposiciones que no les sean contra-
rias y que como causal de retiro del servicio se apliquen las que consagra la 

-
manencia en el empleo de este grupo de personas que, entre otros aspectos, en 

-
nistrativa cuando así lo permitía la ley y que sin embargo en un gran número 
de casos no se hizo por negligencia u omisiones administrativas.

Con el proyecto no se pretende desconocer el ingreso por el sistema de 
mérito ni la adquisición de derechos de carrera conforme a la legislación vi-
gente, podría decirse no obstante que la permanencia en el servicio a través 
del tiempo es mérito demostrado, si se equipara esta con la evaluación anual 

derechos del empleado el de permanecer en su cargo. De otra parte la jurispru-
dencia del Consejo de Estado a la hora del retiro del servicio equiparó a estos 
empleados como de libre nombramiento y remoción lo que llevaría a entender 
que su no retiro del cargo lleva a suponer que su desempeño laboral ha sido 

En este sentido se rescata la jurisprudencia que la honorable Corte Consti-

-

la necesidad de pagar una indemnización

-
-

4

Como se ha indicado este proyecto de ley busca brindar a los trabajadores 
que fueron nombrados en provisionalidad antes de la entrada en vigencia de 

estabilidad laboral, la cual 
se sustenta en el reconocimiento y aplicación de los principios mínimos fun-
damentales laborales consagrados en la Carta Magna de 1991 artículo 53 y el 
artículo 25 ibídem que consagra al trabajo como un derecho y una obligación 

-
cipios permite que el derecho al trabajo pueda desarrollarse y garantizarse 
efectivamente.

4  Sentencia C-003 de 1998. M. P. Vladimiro Naranjo Mesa.

Bloque de constitucionalidad
En los últimos años la categoría de bloque de constitucionalidad ha entrado 

con relativo énfasis a la práctica jurídica nacional. 
En la Sentencia C-191 de 19985, en el fundamento 5 de la misma leemos: 

“Resulta posible distinguir dos sentidos del concepto de bloque de constitu-
cionalidad. En un primer sentido de la noción, que podría denominarse blo-
que de constitucionalidad estricto sensu, se ha considerado que se encuentra 
conformado por aquellos principios y normas de valor constitucional, los que 

-
ternacionales que consagren Derechos Humanos cuya limitación se encuentre 

-
cientemente, la Corte ha adoptado una noción lato sensu del bloque de cons-
titucionalidad, según la cual estaría compuesta por todas aquellas normas, de 
diversa jerarquía, que sirven como parámetros para llevar a cabo el control de 
constitucionalidad de la legislación. Conforme a esta acepción, el bloque de 
constitucionalidad estaría conformado no sólo por el articulado de la Consti-
tución sino, entre otros, por los tratados internacionales de que trata el artículo 
93 de la Carta, por las leyes orgánicas y, en algunas ocasiones, por las leyes 

Posteriormente, otras sentencias, como la C-582 de 19996, retoman esa 
misma distinción. Parece consolidarse así en la práctica jurisprudencial de la 
Corte y se piensa que las anteriores precisiones metodológicas llevaron a la 
misma a establecer que ciertas normas, consideradas por algunos operadores 
jurídicos como incorporados en el bloque de constitucionalidad, en realidad 

-
tucional que remitiera a esas normas o principios. En la Sentencia C-358 de 
19777, fundamento 6º. Leemos que “la Constitución colombiana no señala en 

-

En Sentencia T-568 de 1999 fue señalado que los convenios de la OIT ha-
cen parte del bloque de constitucionalidad y que, además, las resoluciones de 
los organismos de control, como el Comité de Libertad Sindical y el Consejo 
de Administración de la OIT, tenían obligatoriedad interna. Al respecto es de 
anotar que solicitada, como fue, la nulidad de esta sentencia, la Corte, por 
Auto 078-A de 1999, la rechazó pero hubo dos Magistrados que se apartaron 

algunas normas relativas al Derecho Internacional del Trabajo puedan, por 
su contenido y alcance, ser consideradas fuentes directas de Derechos Huma-

esenciales o a la designación del órgano interno llamado a resolver sobre la 
ilegalidad de un determinado cese de actividades. La generalidad del Derecho 
Internacional del Trabajo, de impronta universal, no es compatible con esta 
suerte de normativa que se desarrolla a nivel interno de los países, desde luego 

8.
Anotamos que en la Sentencia C-468 de 1997, M. P. Alejandro Martínez 

Caballero, hay referencia a las diferencias entre los Convenios y las Recomen-
daciones de la OIT. Al respecto citamos el siguiente aparte:

“Las recomendaciones, a diferencia de los convenios, no son entonces tra-

distinto lenguaje empleado por la OIT, según el caso. Así, las recomendacio-
nes tienden a ser redactadas como sugerencias o invitaciones a los Estados a 
desarrollar determinadas políticas, por lo cual se usa en general el modo con-
dicional. La mayor parte de los artículos de estos documentos simplemente 

determinada conducta, tal y como se puede observar mediante la lectura de las 
recomendaciones aprobadas por medio de la ley bajo revisión. Esto muestra 
que las recomendaciones no son, en estricto sentido, verdaderas normas jurí-

5 Sentencia C-191 de 1998. M. P. Doctor Eduardo Cifuentes Muñoz.
6 Sentencia C-582 de 1999. M. P. Doctor Alejandro Martínez Caballero.
7 Sentencia C-358 de 1997. M. P. Doctor Eduardo Cifuentes Muñoz.
8 Sentencia T-568 de 1999. M. P. Carlos Gaviria Díaz. Salvedad de los Magistrados Eduardo Cifuentes Muñoz y Vladimiro Naranjo 

Mesa.
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formulan con el lenguaje preceptivo de las normas jurídicas, para lo cual basta 
revisar cualquiera de esos documentos jurídicos en donde se señala que los 

no podía ser de otra forma pues mediante los convenios los Estados adquieren 

normatividad nacional del Derecho Internacional del Trabajo (OIT) nos atre-

venido actuando en provisionalidad debe encontrar un camino de equidad 
acorde con la Constitución, en la visión de bloque de constitucionalidad y que 

al inicio del presente punto de la ponencia. 
La Constitución Política de Colombia reconoce que en general los servi-

dores públicos gozan de sus derechos constitucionales, como toda persona y 
todo trabajador, aun cuando estos pueden ser limitados en algunos aspectos, 
debido a que la relación de trabajo al interior de la administración pública 
comporta un contenido de interés general. Es claro que en caso de la carrera 
administrativa se precisan normas para el ingreso a la misma, para la estabili-
dad en el trabajo y para la salida. Tal ordenamiento ha de ser respetado pero no 
parece atentar contra ello el establecimiento de unas normas dentro de la con-
cepción de un período de transición que sólo busca ajustes en forma gradual. 
El artículo 25 de la Constitución Política, forma parte del bloque de derechos 
fundamentales, e indica que “el trabajo es un derecho y una obligación social 
y goza, en todas sus modalidades, de la especial protección del Estado. Toda 

en esta ponencia se ha buscado profundizar en la visión de principios mínimos 
fundamentales a manera de soporte para el período de transición propuesto. 
Así lo hacemos a continuación.

Principios mínimos fundamentales laborales
Para este proyecto de ley es necesario realizar un análisis de los principios 

-
minar que estos hacen parte de la relevancia que dentro del Estado Social de 
Derecho se le ha dado al trabajo.

“Es incuestionable la trascendencia del hecho de que por primera vez 
-

otorga al asunto laboral”9.
Principio de la estabilidad laboral
Sin duda es necesario proporcionar la estabilidad laboral a los trabajadores 

provisionales que se encuentran cobijados por este proyecto de ley, toda vez 

-
rios nombrados en provisionalidad al no poder concursar mediante carrera 
administrativa a un cargo público, se evidencia que las causas son totalmente 

de 2004 se logró regular lo concerniente al empleo público y la Comisión 
Nacional de Servicio Civil, advirtiendo que sólo hasta el año 2005 se abrieron 
nuevamente los concursos sin que a la fecha se cuente con listas de elegibles 

de tutela entre otras variables.
Es necesario que para la correcta aplicación de la norma, y en este caso 

en desarrollo de los principios constitucionales, se equiparen en derechos los 
trabajadores colombianos, en el sentido de dar tratamiento similar a los traba-
jadores del sector privado y sector público cuando se trate de valorar situacio-
nes en las que se deba aplicar el principio que consagra a trabajo igual salario 
igual, en tanto una labor prestada en situaciones iguales o equiparables debe 
recibir el tratamiento igual o similar. Esta apreciación se realiza al comparar 
el desarrollo legislativo que se ha realizado para los dos tipos de trabajadores 
mencionados, así.

En el mundo se ha diferenciado el carácter del empleo, para lo cual es una 
constante encontrar normatividad que regula las relaciones obrero-patronales 
diferenciando el entorno en que se desempeñen, es decir, si las relaciones se 
realizan dentro del marco de lo público o de lo privado, siendo que para el 

9  Sentencia T-457 de 1992. M. P. Ciro Angarita Barón.

primero de los casos es el Estado un sujeto en la relación y, por ende, requiere 

En el caso de las relaciones laborales en el sector privado, es el Código 
Sustantivo del Trabajo el llamado a realizar esta regulación, y entre las formas 

-
nos preceptos que permiten la protección de los derechos del trabajador, frente 

lo cual se destacan del Código Sustantivo del Trabajo los siguientes:

puede prorrogar sucesivamente hasta por tres (3) períodos iguales o inferiores, 
al cabo de los cuales el término de renovación no podrá ser inferior a un (1) 
año10.

todas las formas de contratación.
3. En los casos de  sin 

justa causa comprobada, por parte del empleador o si este da lugar a la ter-
minación unilateral por parte del trabajador por alguna de las justas causas 
contempladas en la ley, el primero deberá al segundo una indemnización11.

trabajo12.

ha realizado es dotar de acciones que brinden una estabilidad laboral al traba-
jador, en este caso del sector privado, toda vez que proporciona reglas frente 
al empleador que determinan de manera clara la continuidad en el empleo y 
las condiciones que deberían anteceder para su culminación.

De igual manera se ha previsto en materia de la Administración Pública, 

Carrera Administrativa como mecanismo de ingreso y ascenso a los cargos del 

por causas ajenas a la voluntad de los trabajadores estos han ingresado al em-
pleo público mediante el nombramiento en provisionalidad y no a través de la 
carrera administrativa.

vez que la ley que creó el nombramiento provisional consagró que esta forma 
de nombramiento no podría ser superior a cuatro (4) meses, estableciéndole

 la normatividad hoy vigente Ley 
909 de 2004 y Decreto Reglamentario 1227 de 2005, artículo 8° parágrafo 

meses.
De esta manera, confrontando las situaciones que se han generado sobre 

la estabilidad laboral como principio base, el cual debe ser garantizado por el 
Estado, se encuentra que si bien los trabajadores que se encuentran nombrados 
en provisionalidad podrían ser equiparados como trabajadores con contrato a 

lo ha estipulado la ley para los trabajadores privados.

si se compara la normatividad se puede deducir:
-
-

gara en el tiempo este tipo de nombramiento, toda vez que en la actualidad se 

no corresponde a una estabilidad que se le conceda al trabajador, sino a 
un descuido originado en la inacción del Estado por no tomar a tiempo las 
medidas correspondientes para prever y regular el empleo público mediante 
el ingreso por carrera administrativa, culpa que como se ha indicado no puede 
ser imputada a la parte más débil de la relación, es decir, al trabajador y mucho 
menos trasladar a este las consecuencias negativas de la incuria de quienes 

10 Artículo 46 del Código Sustantivo del Trabajo.
11  Artículo 64 del C. S. T. 
12 Artículo 55 C. S. T.
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debieron tomar oportunas medidas que hicieran posible realizar con prontitud 
los concursos para la provisión de los empleos de carrera.

2. La Ley 909 de 2004 contiene en su artículo 41 las causales de termina-
ción del vínculo laboral, las cuales no podrían ser aplicables en el caso del 
nombramiento provisional, teniendo en cuenta que aunque el vínculo del tra-
bajador es precario, la naturaleza del empleo es de carrera administrativa.

3. Si bien el empleo público busca dotar de estabilidad a sus trabajadores, 
esto no es aplicable para los provisionales, toda vez que la decisión actual 
del Estado es terminar la relación laboral que sostiene este con los servidores 
que han sido nombrados en provisionalidad, mediante una -
ral por parte del empleador, no contemplándose ni siquiera el pago de una 
indemnización tal como está previsto para los trabajadores del sector privado 
en similar situación. 

-
nales laborales son de aplicación para todos los trabajadores sea cual fuera 

¿Qué factor de justicia o 
equidad puede sustentar a la ley, para que discriminadamente coloque a 

Es evidente que la forma de vinculación de nombramiento provisional se 

mantenido en el tiempo a trabajadores con un vínculo precario desconocién-
doles los derechos constitucionales que les asisten tales como estabilidad y 
acceso a un sistema de bienestar social y estímulos laborales, por tal razón este 
proyecto de ley busca reconocer y proteger los derechos de este tipo de tra-
bajadores, reconociéndoles el derecho a la estabilidad laboral que les ha sido 
negada por causas imputables al propio Estado, las cuales se quieren trasladar 
al trabajador para que este asuma las consecuencias.

Es necesario reiterar que este proyecto de ley no busca desconocer el prin-
cipio del mérito para acceder a los cargos públicos mediante el sistema de ca-
rrera administrativa, simplemente se presenta como una solución a la situación 
que atraviesan miles de empleados públicos que han sido nombrados en pro-
visionalidad en sus cargos, y que en la mayoría de los casos han desempeñado 
estas funciones por años de manera satisfactoria, evitando que se genere una 

ley se presenta como un  para los trabajadores que han 

sometidos a una terminación unilateral del vínculo laboral desconociéndose-
les sus derechos, especialmente la estabilidad laboral que deben gozar todos 
los trabajadores colombianos por principio constitucional. 

Principio de la primacía de la realidad sobre las formalidades estable-
cidas por los sujetos de las relaciones laborales

En la aplicación de los principios constitucionales en materia laboral se 
-

bajador y esto es lo que entraña este principio, que ha sido desarrollado por la 
doctrina en los siguientes términos:

La jurisprudencia sobre tales conceptos, ha indicado:
“La primacía de la realidad sobre las formalidades establecidas por los 

otra, bajo condiciones de subordinación, independientemente del acto o de 

laborales nacionales e internacionales, en atención a la trascendencia del 

de la relación de trabajo, sin reparar en la voluntad de las partes o en la 

-

mal puede 
el Estado prevalerse de su condición o de sus normas legales para escamo-
tear los derechos laborales de quienes le entregan su trabajo 13

Este principio guarda relación con el de prevalencia del Derecho sustancial 

materia de administración de justicia.

relación que contraen, o de la forma que pretendan dar a la misma, importa, 

material de dicha relación, sus características y los hechos que en verdad la 

-
cutible de un servicio personal bajo la dependencia del patrono, la que debe 

Eso es así, por cuanto bien podría aprovecharse por el patrono la cir-

sus servicios sin dar a la correspondiente relación jurídica las consecuen-
cias que, en el campo de sus propias obligaciones, genera la aplicación de 
las disposiciones laborales vigentes, merced a la utilización de modalidades 
contractuales enderezadas a disfrazar la realidad para someter el vínculo 
laboral a regímenes distintos 14

El Estado colombiano a través de la Comisión Nacional del Servicio Civil, 
pretende aplicar la Ley 909 de 2004 con efectos retroactivos, a sabiendas que 

vulneran los principios constitucionales del in dubio pro operario y la con-

“La ley, los contratos, los acuerdos y convenios de trabajo, no pueden 
menoscabar la libertad, la dignidad humana ni los derechos de los trabaja-
dores

Respecto a la regla pro operario, que establece también “la condición más 

-
dríguez, quien considera como el primero de los principios del derecho del tra-
bajo, el principio protector, cuyo fundamento responde al propósito de nivelar 

de la siguiente manera:
a) La regla “in dubio pro operario”. Criterio que debe utilizar el juez o 

el intérprete para elegir entre varios sentidos posibles de una norma aquel que 

b) La regla de la norma más favorable. Determinar que en caso de que 
haya más de una norma aplicable, deba optarse por aquella que sea más favo-
rable, aunque no sea la que hubiese correspondido según los criterios clásicos 

c) Criterio por el cual la apli-
cación de una nueva norma laboral nunca debe servir para disminuir las con-

15.
En ese mismo sentido, esta interpretación fue compartida por la Sala La-

boral de la Corte Suprema de Justicia, que en sentencia de fecha 4 de diciem-

Henríquez, consideró lo siguiente:

del derecho laboral, valga decir el que se ha denominado de la condición 
-

quiridos, el régimen favorable a los trabajadores contenidos en las diver-
Este

13 Cfr. Corte Constitucional. Sala Plena. Sentencia C-555 del 6 de diciembre de 1994. M. P. Doctor Eduardo Cifuentes Muñoz.
14 Cfr. Corte Constitucional. Sala Quinta de Revisión. Sentencia T-166 del 1° de abril de 1997.
15
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se trata es de proteger al trabaja-

económicas y jurídicas generadas en su propia labor, de manera que un 

admisible, cuando en cada caso concreto medien serias circunstancias jus-

empresa o de los empleos que ella ofrece,
-

En el trámite de la presente ley, ha de observarse cabalmente, el principio 
constitucional, de la de los ciudadanos afectados y que en 
detalle, se relacionan en el proyecto.

violado por el Estado, lo constituye en un estado democrático y respetuoso 
del Estado Social de Derecho o que subvierte el orden jurídico, con deci-
siones unilaterales e impuestas a los asociados, que tienen todo el derecho a 

en que los derechos creados por el mismo Estado en 
las normas jurídicas, serán respetados.

-

servir a la comuni-

los afectan.
Es por ello que en el trámite de este proyecto de ley, en diversos foros he-

mos oído a trabajadores, a dirigentes sindicales, a abogados litigantes, a parla-
mentarios, a voceros de organizaciones sociales, universidades, la academia, 
a los organismos de control del Estado, a los Ministerios del ramo y tenido 
en cuenta los pronunciamientos de las altas Cortes, a objeto de cumplir con 
el cometido de buscar el consenso para no afectar a los ciudadanos con una 
decisión legislativa, cuya aplicación se ha tornado particularmente sensible.

Sobre el tema, la Corte Constitucional en Sentencia T-617 de fecha 16 

sentenció:
-

constitucional de la buena fe, del respeto del derecho ajeno y del no abuso 
de sus potestades y prerrogativas16, aspectos estos doblemente reforzados 

-
des17.

el carácter imperativo de los valores constitucionales conminan a 
las autoridades a obrar con lealtad, respetando las expectativas legítimas 

95 C. P. 
En esta línea, la jurisprudencia constitucional ha valorado las conductas de 

los servidores públicos desde el postulado constitucional de la buena fe y ha 
podido concluir que las autoridades no pueden desconocer los estados y 
las situaciones a que las mismas dieron lugar, así estas no respondan a los 
lineamientos y formalidades previamente establecidas, porque la institu-
cionalidad descansa en buena medida en la credibilidad de los asociados, 
convencidos de que el ejercicio de la autoridad no se alienta en conductas 
interesadas, ni en objetivos sinuosos.

Señala la Corte:
“El asunto ha sido considerado siempre que las autoridades públicas 

18 -

16 Sentencia T-798 de 2004. M. P. Alvaro Tafur Galvis.
17  Sentencia T-772 de 2003 M. P. Manuel José Cepeda Espinosa.
18 -

mente declarada de las normas que regulaban este grado jurisdiccional, entre otras razones, porque “en materia procesal penal el prin-

-
conocer los compromisos asumidos19; al igual que en los casos en que las 
omisiones de las autoridades no permiten a quien dio cumplimiento a los 

20.

En otro pronunciamiento, la Corte Constitucional. Sentencia T-730 de fe-

Cepeda Espinosa.
4.

-
to la Corte en la Sentencia T-617 de 1995 M. P. Alejandro Martínez Caballero 
ha dicho que:

“El principio de la buena fe se presenta en el campo de las relaciones 
-

do en el ámbito del ejercicio de los derechos y potestades, sino en el de la 
-

porta la necesidad de una conducta leal, honesta, aquella conducta que, 

-

-
blicos que en cada caso concreto persiga. Y en que no le va a ser exigido en 

circunstancias personales y sociales, y a las propias necesidades públicas. 

de Derecho explica la coadyuvancia que el Estado debe dar a soluciones, 
-

CIMIENTO, NI INDEMNIZACION, como tampoco desconocimiento del 
principio del interés general.

será adelantado y culminado de conformidad con las reglas que lo rigen 

en la medida en que este derecho comprende la garantía de que las de-

respeten las reglas de juego establecidas en el marco legal así como las 

dispuso que una de las reglas principales que rigen las relaciones entre 
los particulares y las autoridades es la de que ambos, en sus actuaciones, 

Principio de las cargas públicas

vinculados en provisionalidad, sin duda, seguirán sometidos a asumir cargas 
públicas mayores de las que pueden soportar, lo cual contradice el Estado 
Social de Derecho.

Sobre el tema, la Corte Constitucional ha manifestado:
-

toda persona tiene a gozar efectivamente de los mismos derechos, liberta-

Igualdad de deberes y cargas en materia constitucional.

impone deberes, obligaciones, limitaciones y cargas a los administrados. 

Gil.
19

a quien el Alcalde del municipio al que prestó sus servicios le negaban sus derechos laborales, argumentando que fue contratado sin 
disponibilidad presupuestal y mediante un contrato de prestación de servicios.

20
de atención que le corresponde y consecuente derecho a ser atendidos si así lo requieren se pueden consultar, entre otras, las Sentencias 
T- 961 de 2001 M. P. Marco Gerardo Monroy Cabra y T-1208 de 2001 M. P. Rodrigo Escobar Gil.
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Los gravámenes impuestos en atención a un interés colectivo pueden ser de 

mero interés, la limitación administrativa de derechos, la privación total o 
-

les, son algunas formas mediante las cuales el Estado interviene en la esfera 
jurídica de los particulares.

los principios de justicia e igualdad que inspiran el ordenamiento cons-
titucional. La legitimidad de las restricciones a los derechos y libertades 
fundamentales depende de la existencia previa de normas generales abs-

-
ridad de un derecho y su ejercicio. Adicionalmente, los principios de pro-

competencias. La discrecionalidad de la autoridad pública se ve limitada 
por estos principios, de manera que la igualdad de derechos, libertades y 

-
zada.

Si el ejecutivo está sujeto al principio de proporcionalidad en la adopción 

(C. P. art. 214), con mayor razón la administración ordinaria debe cuidar, en 
cualquier tiempo, que las medidas limitativas de los derechos o libertades 

Es
desproporcionado el ejercicio discrecional del medio limitativo si este no 

21.
Sobre el particular en sentencia de la Sala Plena de lo Contencioso Admi-

nistrativo del Consejo de Estado de 25 de agosto de 1998, Radicación número 
IJ-001 se señaló:

“Principio de igualdad frente a las cargas públicas 
a la Administración de Justicia.

“ -
-

tituye el rompimiento del equilibrio de las cargas públicas, ocasionado 

-
nistrado no está en el deber de soportar, pues la carga pública que debe 
ser colectiva, no debe correr a cargo de una persona en particular, de ahí 

Así como la falta de equilibrio en las cargas públicas genera responsabili-
dad del Estado, la omisión legislativa que ha mantenido en vilo a los servido-
res públicos provisionales y sus familias, también puede generar responsabili-
dades, que estamos en mora de evitar y que se enfrentan con el trámite de esta 
ley. Al respecto la jurisprudencia, ha indicado:

RELATIVA.
Esta omisión puede ocurrir de varias maneras:

-

-
titucional, pero excluye expresa o tácitamente a un grupo de ciudadanos 

-
 En la primera hipótesis, corresponde 

-
más casos, a 
ha expedido la ley que desarrolla un deber constitucional, en ella sola-

21

mente ha regulado algunas situaciones dejando por fuera otros supuestos 
22. (Negrilla y 

Respecto a la omisión legislativa relativa la Corte Constitucional sostuvo:
-

TROL DE CONSTITUCIONALIDAD DE OMISION LEGISLATIVA AB-

La omisión del legislador puede ser relativa, caso en el cual se la deno-
mina, llanamente, omisión legislativa. 

pero aquella se vuelve constitucionalmente reprochable si se predica de 

De lo anterior se 
deduce, entonces, que las omisiones legislativas relativas son susceptibles de 
control constitucional. 

-
-

igualdad”. La Corte Constitucional ha entendido que también se incurre 

al regular un procedimiento, se pretermite el derecho de defensa 23.

La honorable Corte Constitucional sobre el tema, en Sentencia C-067 de 
febrero 10 de 1999. M. P. Doctora Martha Victoria Sáchica Méndez.

una cuando del con-
tenido normativo de una disposición al ser incompleto, resulta violatorio del 
principio de igualdad:

-
nalidad por omisión no puede ser declarada por el juez constitucional sino 
en relación con el contenido normativo de una disposición concreta, que por 
incompleta resulta ser discriminatoria. Es decir, son inconstitucionales por 

principio de igualdad. Pero la omisión legislativa pura o total, no es objeto 
-

los preceptos constitucionales y al hacerlo debe respetar los principios y las 
normas impuestos por el constituyente. No puede por consiguiente, legislar 
discriminatoriamente favoreciendo tan solo a un grupo dentro de las mu-

-
24.

pretende realizar, se estarían vulnerando los diversos principios constitucio-

momentos frente a la situación de los provisionales vulneraría de igual manera 
el principio de igualdad consagrado en el artículo 13 de la C. P., este princi-
pio dispone la obligación del Estado de promover las condiciones para que la 
igualdad sea real y efectiva, y adoptar medidas a favor de grupos discrimina-
dos o marginados.

La honorable Corte Constitucional ha reiterado a través de su jurispruden-
cia su posición sobre el principio de igualdad, destacando que este principio 
no busca una igualdad matemática y ciega ante las diferentes situaciones que 
surgen en la vida real, sino que permite establecer frente a situaciones di-
ferentes consecuencias jurídicas distintas, tendientes a asegurar la igualdad 

22
Méndez.

23 Sentencia C-041 de 2002. M. P. Doctor Marco Gerardo Monroy Cabra.
24 Sentencia C-146 de 1998. M. P. Doctor Vladimiro Naranjo Mesa.
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a todos, puede terminar siendo incompatible con su propia esencia, “es tan 

De igual manera ha dicho la Corte Constitucional que el test de igual-
dad supone un tratamiento igual a quienes estén en circunstancias semejantes, 
pero también un trato diferenciado respecto de quienes se encuentren en dis-

igualdad constitucional consagrada en el artículo 13 superior.

trato igual para todos los sujetos de derecho, o destinatarios de las normas, 
-

25.
-

zones objetivas, no arbitrarias, para establecer regímenes diferentes entre los 

determinar las circunstancias personales relevantes para diferenciar los casos 
iguales de los diferentes.

De esta manera, se impone concluir que la igualdad garantizada por la 
Constitución no puede implicar la imposibilidad del legislador para establecer 
normas que preceptúen un trato diferenciado entre personas que objetivamen-

hemos predicado, es necesario establecer una transición que permita la rea-
lización de los concursos públicos de ingreso a la carrera administrativa sin 
transgredir los derechos de los trabajadores que fueron nombrados en provi-
sionalidad y se les ha mantenido en esa condición por circunstancias ajenas a 

se propone de igual manera como un hecho diferenciador que se colige del 
mérito demostrado en el ejercicio de los respectivos empleos.

-

-
cuentra diseñado proponemos la correcta aplicación del principio de igualdad, 
entendida como una igualdad material donde se realice una acertada diferen-
ciación entre personas que se encuentran en posiciones jurídicas diferentes, 
reconociéndoles por ello a los empleados estatales nombrados en provisiona-
lidad el derecho a permanecer en sus cargos, es decir, estabilidad laboral. 

Este proyecto de ley se presenta como un medio idóneo para ejercer la 
justicia y equidad que debe enmarcar las relaciones laborales y garantizar la 
correcta aplicación de la ley, reconociendo el derecho que le asiste a los tra-
bajadores del estado nombrados en provisionalidad a gozar de una estabilidad 
laboral en aras de dar una aplicación efectiva al principio de igualdad material 
consagrado en la Constitución y reconocido por la Jurisprudencia. 

5. Cobertura del Sistema General de Carrera

han mantenido su validez en razón a la jurisprudencia que ha avalado su con-
formidad con los mandatos constitucionales. Desde la legislación de la carrera 

frente a la permanencia de los otros sistemas.

-
dor en la norma impugnada, son carreras administrativas reguladas por nor-

funciones que a cada una de ellas corresponde y de otra los principios genera-
les que orientan la carrera administrativa general contenidos en la ley general 

Lo anterior por cuanto si bien dichos sistemas no se regirán por las normas 
de carrera de carácter general, dada su singularidad y especialidad, sí deberán 
estar sometidos a otras de carácter especial que produzca el legislador, lo que 
no implica, como parece entenderlo el actor, que a través de estas últimas el 

arbitrariamente decida, pues aquel se impone “para todos los empleos de los 

25  Sentencia T-422 de 1992. M. P. Doctor Eduardo Cifuentes Muñoz.

-

objeto de una determinada entidad, siempre y cuando con sus decisiones no 
26. Por lo anterior 

es claro que dada la materia objeto del proyecto en trámite debe ser dirigido al 
sistema general de carrera. 

6.
En armonía con lo antes escrito en la presente ponencia, consideramos 

necesario introducir diversos ajustes al proyecto. A continuación presentamos 

TITULO DEL PROYECTO
Atendiendo lo preceptuado en el artículo 169 de la Carta Política y el artí-

-
na que el título de las leyes deberá corresponder precisamente a su contenido y 

El proyecto de ley radicado en la Comisión Séptima del Senado de la Re-
-

viables dentro del concepto de unidad de materia.
En el artículo 1° se corrige un error de nomenclatura en los parágrafos del 

artículo 3° de la Ley 909 de 2004 y en consecuencia el actual parágrafo 2° 
-

blece un parágrafo 2°, período de transición para los empleados que a la fecha 
de publicación de la Ley 909 de 2004, estuviesen ocupando cargos públicos 

cargo sino por las causales contenidas en el artículo 41 de la misma ley y se 
agrega que mientras permanezcan en sus cargos su desempeño será evaluado 
anualmente siguiendo el procedimiento que se establezca en el reglamento.

En un segundo inciso se indica que los demás empleos serán provistos con 
la listas de elegibles resultantes de las convocatorias que adelanta la Comi-
sión Nacional del Servicio Civil del Sistema General de Carrera, utilizándose 
también cuando se generen vacantes en cumplimiento del inciso 1°, se agrega 
también, que las listas de elegibles resultado de la Convocatoria número 001 
de 2005 tendrán una vigencia de tres años.

-
tidades y organismos del Estado cuya carrera sea vigilada y administrada por 

que deben ser provistas mediante concurso público en las fechas que señale 
este organismo. El incumplimiento de esto y demás directrices constituye falta 
disciplinaria.

Por medio del artículo 2º propuesto se adiciona al numeral 5 del artículo 
31 de la Ley 909 de 2004 un inciso para indicar que los empleados que hayan 
sido nombrados con posterioridad a la fecha de entrada en vigencia de la Ley 
909 de 2004, que hubiesen concursado por el empleo que venían desempe-
ñando en provisionalidad o encargo y que puedan ser nombrados en dicho 
empleo como resultado del concurso público, no estarán sujetos al períodos 
de prueba, adquiriendo desde el momento de su nombramiento, los derechos 
de carrera y por consiguiente deberán ser inscritos en el registro público de 
Carrera Administrativa.

Por el artículo 3º propuesto se determina la orientación de los recursos 
recaudados por la Comisión Nacional del Servicio Civil provenientes de las 
Entidades Públicas y por medio de un parágrafo al mismo se indica que los 
aspirantes inscritos en la Convocatoria número 001 de 2005 que hayan supe-
rado la prueba básica general de preselección podrán optar en participar por 
una sola vez en convocatorias posteriores que realice la citada Comisión, sin 
necesidad de efectuar un nuevo pago.

26
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Por el artículo 4º se establece un amparo para los servidores públicos que se 
encuentren 
y sean discapacitados y les falte menos de tres años (3) años para pensionarse.

Por el artículo 5º propuesto se establece una metodología para adelantar los 
procesos de selección de futuras convocatorias en el nivel nacional, por enti-
dades o por sectores y en el nivel territorial por departamentos, por municipios 
o por categoría de municipios. En un segundo inciso se indica que las entida-
des a las cuales se les aplique la Ley 909 de 2004, dentro del mes siguiente a 
la entrada en vigencia de la presente ley, deberán actualizar la oferta pública 

001 de 2005. Así mismo, la Comisión Nacional del Servicio Civil dentro de 

adecuaciones a la convocatoria que sean necesarias. Mediante un parágrafo se 
indica que se debe garantizar a las personas con algún tipo de discapacidad las 
condiciones que sean necesarias para la presentación de las pruebas.

Por medio del artículo 6º se establece una mayor precisión a seguir para 
efectuar los encargos o los nombramientos, con previa o sin previa convoca-

vigente, de agilizar dicho procedimiento y evitar innecesarios traumatismos 
por falta de funcionario. 

El artículo 7º corresponde a la vigencia y a la derogatoria de las normas 
contrarias.

caciones, así:
TEXTO ORIGINAL PROYECTO DE LEY NUME-

RO 117 DE 2007 SENADO
TEXTO MODIFICATORIO PROPUESTO PARA 

PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY 
NUMERO 117 DE 2007 SENADO

EL CONGRESO DE LA REPUBLICA DE COLOM-
BIA

DECRETA:

EL CONGRESO DE LA REPUBLICA DE CO-
LOMBIA

DECRETA:
Artículo 1º. Adiciónese un parágrafo al artículo 3º de la 
Ley 909 de 2004, así:
Parágrafo. Los empleados que a 
la fecha de publicación de la Ley 909 de 2004, estuviesen 
ocupando cargos públicos en provisionalidad, no podrán 
ser separados de su cargo sino por las causales contenidas 
en el artículo 41 de la misma ley, y serán objeto de evalua-
ción del desempeño. 
Los demás empleos serán provistos con las listas de ele-
gibles resultantes de la Convocatoria número 001 de 2005 
utilizándose también cuando se generen vacantes en cum-
plimiento del inciso anterior.

Artículo 1º. Adiciónese el siguiente parágrafo nuevo, 
que será el 2°, al artículo 3º de la Ley 909 de 2004 y mo-
difíquese la nomenclatura quedando el actual parágrafo 
2° como parágrafo 1°:
Parágrafo 2°. Los empleados 
que a la fecha de publicación de la Ley 909 de 2004, 
estuviesen ocupando cargos públicos vacantes de forma 

de carrera, no podrán ser separados de su cargo sino por 
las causales contenidas en el artículo 41 de la misma ley. 
Mientras permanezcan en sus cargos su desempeño será 
evaluado anualmente, siguiendo el procedimiento que se 
establezca en el reglamento.
Los demás empleos serán provistos con las listas de 
elegibles resultantes de las convocatorias que adelanta 
la Comisión Nacional del Servicio Civil del sistema ge-
neral de carrera, utilizándose también cuando se generen 
vacantes en cumplimiento del inciso anterior. Las listas 
de elegibles resultado de la Convocatoria número 001 de 
2005 tendrán una vigencia de tres años. 
Para las entidades y organismos del Estado cuya carre-
ra sea vigilada y administrada por la Comisión Nacio-
nal del Servicio Civil, es un deber reportar las vacantes 

público, en las fechas que señale este organismo, su in-
cumplimiento y el de las demás directrices e instructivos 
constituyen falta disciplinaria.

Artículo 2º. Adiciónese al numeral 5 del artículo 31 de la 
Ley 909 de 2004, el siguiente parágrafo:
Parágrafo. Los empleados que hayan concursado para 
el empleo que venían desempeñando en provisionalidad 
o encargo con seis (6) meses de anterioridad a la fecha 
de la publicación de la Convocatoria número  001 del 5 
de diciembre de 2005 y puedan ser nombrados en dicho 
empleo como resultado del concurso público, no estarán 
sujetos al periodo de prueba, adquiriendo desde el mo-
mento de su nombramiento, los derechos de carrera y por 
consiguiente deberán ser actualizados o inscritos según el 
caso, de manera inmediata en el registro público de Carre-
ra Administrativa.

Artículo 2º. Adiciónese al numeral 5 del artículo 31 de la 
Ley 909 de 2004, el siguiente inciso:
Los empleados que hayan sido nombrados en provisio-
nalidad con posterioridad a la fecha de entrada en vigen-
cia de la Ley 909 de 2004, que hubiesen concursado para 
el empleo que venían desempeñando en provisionalidad 
o encargo y que puedan ser nombrados en dicho empleo 
como resultado del concurso público, no estarán sujetos 
al periodo de prueba, adquiriendo desde el momento de 
su nombramiento, los derechos de carrera y por consi-
guiente deberán ser inscritos en el registro público de 
Carrera Administrativa.

La presente ley rige a partir de su promulga-
ción y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

Los recursos recaudados por la Comisión 
Nacional del Servicio Civil provenientes de las entida-
des públicas, serán destinados para la culminación de los 
procesos de selección que se adelantan mediante las dis-

que tiene que realizar la Comisión Nacional del Servicio 
Civil en razón a los concursos públicos.
Parágrafo. Los aspirantes inscritos en la Convocatoria 
número 001 de 2005 que hayan superado la prueba bá-
sica general de preselección, podrán optar en participar 
por una sola vez en convocatorias posteriores que realice 
la Comisión Nacional del Servicio Civil sin necesidad de 
efectuar un nuevo pago por concepto de inscripción.

Artículo 4º. Los servidores públicos que se encuentren 

provisionales y sean discapacitados (físico, mental, vi-
sual o auditivo) y les faltaren menos de tres (3) años para 
pensionarse contados a partir de la promulgación de la 

-
cidos en el artículo 1º de esta ley para los trabajadores 
nombrados en provisionalidad.
Artículo 5º. Con el objeto de garantizar la especialidad y 

y organismos del Sector Público, la Comisión Nacional 
del Servicio Civil deberá adelantar los procesos de se-
lección de futuras convocatorias en el Nivel Nacional 

territorial por departamentos, por municipios o por ca-
tegoría de municipios. Los concursos para los Distritos 
especiales deberán adelantarse por separado.
Las entidades a las cuales se les aplique la Ley 909 de 
2004 dentro del mes siguiente a la entrada en vigencia 
de la presente ley, deberán actualizar la oferta pública 

Convocatoria número 001 de 2005. Así mismo, la Comi-
sión Nacional del Servicio Civil, dentro de los (3) meses 

-
lizar las adecuaciones a la Convocatoria número 001 de 
2005 que sean necesarias como consecuencia de dicha 
ley.
Parágrafo. La Comisión Nacional del Servicio Civil ga-
rantizará a los aspirantes con algún tipo de discapacidad 
las condiciones que sean necesarias para la presentación 
de las pruebas.
Artículo 6º. Adiciónase al artículo 24 de la Ley 909 de 
2004 el siguiente parágrafo:
Parágrafo. Para efectuar los encargos o los nombramien-
tos provisionales, con previa o sin previa convocatoria a 
concurso, el nominador no requiere de autorización de la 
Comisión Nacional del Servicio Civil. En la provisión 
del cargo el jefe del organismo o entidad deberá dar es-
tricto cumplimiento a las normas de carrera administrati-
va y enviar un informe trimestral a la Comisión sobre los 
encargos y nombramientos provisionales realizados.
Previamente al uso de la facultad nominadora, el jefe 
del organismo deberá haber reportado la vacancia a la 
Comisión Nacional del Servicio Civil con una antelación 
no inferior a 15 días de efectuarse el encargo o nombra-
miento provisional.
Artículo 7º. La presente ley rige a partir de su promul-
gación y deroga todas las disposiciones que le sean con-
trarias.

Dar primer debate al Proyecto de ley número 117 de 2007 Senado, 171 de 
2007 Cámara, 

 con las 

Atentamente,

 Representantes Ponentes.
COMISIONES SEPTIMAS CONSTITUCIONALES PERMANENTES

DEL HONORABLE SENADO DE LA REPUBLICA
Y DE LA HONORABLE CAMARA DE REPRESENTANTES.

En Sesiones Conjuntas con mensaje de urgencia, Bogotá D. C., a los ca-
torce (14) días del mes de noviembre año dos mil siete (2007). En la presente 
fecha se autoriza la publicación, en la Gaceta del Congreso de la República, 

Debate, en Sesiones Conjuntas de las Comisiones Séptimas Constitucionales 
Permanentes, al Proyecto de ley número 117 de 2007 Senado, 171 de 2007 
Cámara,

 contentivo en 3 artículos y treinta y siete (37) folios.
Presentado por los honorables Senadores y Representantes 

. Adicional-
mente, una constancia, contentiva a un (1) folio, suscrita por los honorables 
Senadores Dilian Francisca Toro Torres y -

El Secretario, 
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8. TEXTO PROPUESTO CON MODIFICACIONES
TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE

AL PROYECTO DE LEY NUMERO 117 DE 2007 SENADO, 
171 DE 2007 CAMARA

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. Adiciónese el siguiente parágrafo nuevo, que será el 2°, al 
artículo 3º de la Ley 909 de 2004, y modifíquese la nomenclatura quedando el 
actual parágrafo 2° como parágrafo 1°:

Parágrafo 2°. Los empleados que, a la fecha de 
publicación de la Ley 909 de 2004, estuvieren ocupando cargos públicos va-

carrera, no podrán ser separados de su cargo sino por las causales contenidas 
en el artículo 41 de la misma ley. Mientras permanezcan en sus cargos su 
desempeño será evaluado anualmente, siguiendo el procedimiento que se es-
tablezca en el reglamento.

Los demás empleos serán provistos con las listas de elegibles resultantes 
de las convocatorias que adelanta la Comisión Nacional del Servicio Civil del 
sistema general de carrera, utilizándose también cuando se generen vacantes 
en cumplimiento del inciso anterior. Las listas de elegibles resultado de la 
Convocatoria número 001 de 2005 tendrán una vigencia de tres años. 

Para las entidades y organismos del Estado cuya carrera sea vigilada y ad-
ministrada por la Comisión Nacional del Servicio Civil, es un deber reportar 

directrices e instructivos constituyen falta disciplinaria.

Artículo 2º. Adiciónese al numeral 5 del artículo 31 de la Ley 909 de 2004, 
el siguiente inciso:

Los empleados que hayan sido nombrados en provisionalidad con poste-
rioridad a la fecha de entrada en vigencia de la Ley 909 de 2004, que hubieren 
concursado para el empleo que venían desempeñando en provisionalidad o 
encargo y que puedan ser nombrados en dicho empleo como resultado del 
concurso público, no estarán sujetos al periodo de prueba, adquiriendo, desde 
el momento de su nombramiento, los derechos de carrera, y por consiguiente 
deberán ser inscritos en el registro público de Carrera Administrativa.

Artículo 3º. Los recursos recaudados por la Comisión Nacional del Servi-
cio Civil provenientes de las entidades públicas, serán destinados para la cul-
minación de los procesos de selección que se adelantan mediante las distintas 

Comisión Nacional del Servicio Civil en razón a los concursos públicos.
Parágrafo. Los aspirantes inscritos en la Convocatoria número 001 de 

2005 que hayan superado la prueba básica general de preselección, podrán 
optar en participar por una sola vez en convocatorias posteriores que realice la 
Comisión Nacional del Servicio Civil sin necesidad de efectuar un nuevo pago 
por concepto de inscripción.

Artículo 4º. Los servidores públicos que se encuentren ocupando cargos de 

mental, visual o auditivo) y les faltaren menos de tres (3) años para pensio-
narse contados a partir de la promulgación de la presente ley, tendrán derecho 

nombrados en provisionalidad.

las funciones que cumplen las entidades y organismos del Sector Público, la 
Comisión Nacional del Servicio Civil deberá adelantar los procesos de selec-
ción de futuras convocatorias en el Nivel Nacional por entidades o por Secto-

o por categoría de municipios. Los concursos para los Distritos especiales 
deberán adelantarse por separado.

Las entidades a las cuales se les aplique la Ley 909 de 2004, dentro del 
mes siguiente a la entrada en vigencia de la presente ley, deberán actualizar la 

-

catoria número 001 de 2005. Así mismo, la Comisión Nacional del Servicio 

deberá realizar las adecuaciones a la Convocatoria número 001 de 2005 que 
sean necesarias como consecuencia de dicha ley.

Parágrafo. La Comisión Nacional del Servicio Civil garantizará a los aspi-
rantes con algún tipo de discapacidad las condiciones que sean necesarias para 
la presentación de las pruebas.

Artículo 6º. Adiciónase al artículo 24 de la Ley 909 de 2004 el siguiente 
parágrafo:

Parágrafo. Para efectuar los encargos o los nombramientos provisionales, 
con previa o sin previa convocatoria a concurso, el nominador no requiere 
autorización de la Comisión Nacional del Servicio Civil. En la provisión del 
cargo el jefe del organismo o entidad deberá dar estricto cumplimiento a las 
normas de carrera administrativa y enviar un informe trimestral a la Comisión 
sobre los encargos y nombramientos provisionales realizados.

Previamente al uso de la facultad nominadora, el jefe del organismo deberá 
haber reportado la vacancia a la Comisión Nacional del Servicio Civil con 
una antelación no inferior a 15 días de efectuarse el encargo o nombramiento 
provisional.

Artículo 7º. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga todas 
las disposiciones que le sean contrarias.

 Representantes Ponentes.
Constancia:

Los suscritos Senadores Ponentes nos permitimos dejar constancia de que 
presentaremos proposición en el debate del proyecto en las Comisiones Sép-

en este proyecto para los servidores públicos nombrados en provisionalidad 
del sistema general de carrera a los empleados provisionales que se encuen-

Senadores Ponentes.
COMISIONES SEPTIMAS CONSTITUCIONALES PERMANENTES

DEL HONORABLE SENADO DE LA REPUBLICA
Y DE LA HONORABLE CAMARA DE REPRESENTANTES

En Sesiones Conjuntas con mensaje de urgencia, Bogotá D. C., a los ca-
torce (14) días del mes de noviembre año dos mil siete (2007). En la presente 
fecha se autoriza la publicación en la Gaceta del Congreso de la República, 

Debate, en Sesiones Conjuntas de las Comisiones Séptimas Constitucionales 
Permanentes, al Proyecto de ley número 117 de 2007 Senado, 171 de 2007 
Cámara,

 contentivo en 3 artículos y treinta y siete (37) folios.
Presentado por los honorables Senadores y Representantes 

-
. Adicional-

mente, una constancia, contentiva a un (1) folio, suscrita por los honorables 
Senadores Dilian Francisca Toro Torres y 

El Secretario, 

 * * *
INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE

AL PROYECTO DE LEY NUMERO 145 DE 2007 SENADO

,

de octubre de dos mil cuatro (2004).
Bogotá, D. C., noviembre 14 de 2007
Doctor
CARLOS EMIRO BARRIGA PEÑARANDA
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Presidente
Comisión Segunda
Honorable Senado de la República de Colombia
E. S. D.
Referencia: Informe de ponencia para primer debate al Proyecto de ley 

número 145 de 2007 Senado, 

días del mes de octubre de dos mil cuatro (2004).
Señor Presidente:
En cumplimiento de la honrosa designación que me hizo la Mesa Directiva 

de la Comisión Segunda, me permito rendir ponencia para primer debate al 
Proyecto de ley número 145 de 2007 Senado, por medio de la cual se aprue-

-

veintidós (22) días del mes de octubre de dos mil cuatro (2004), de conformi-
dad con los artículos 150 y 224 de la Constitución Política de Colombia, y los 

-

Señor Ministro de Interior y de Justicia, 
Ponente: honorable Senadora 
Contexto general

-
ción de 1911 a las necesidades contemporáneas de los dos países en materia 

Contenido del proyecto
-

lidad es hacer más efectivos los esfuerzos llevados a cabo por los Estados 
en la represión del delito mediante el fortalecimiento del mecanismo de la 

Uno de los objetivos más importantes que esgrime el Ministerio de Rela-
-
-

precisiones buscan garantizar el debido proceso y la garantía de los derechos 
-

pios  (Prohibición de doble enjuiciamiento) y el de legalidad, 
entre otros. No obstante, estos principios no se convierten en obstáculos para 
el desarrollo de este mecanismo de colaboración, al prever un procedimiento 

Otro cambio sustancial que propone el proyecto es la denominación del 

de lista cerrada, numerus clausus, al sistema numerus apertus. Anteriormente, 
se debían detallar los delitos concretos por los que se solicitaba y posterior-

-
tradición independientemente de la denominación del delito, resaltando que lo 

que según la legislación de los Estados las penas sean sancionadas con pena 
privativa de la libertad menor a un año. Esto, según los autores, como fruto 
de la aparición de nuevas modalidades delictivas y estructuras criminales de 

-
gorías delictivas tradicionales. Lo anterior permite conservar el principio de 
la doble incriminación o incriminación simultánea, que busca que el hecho 

ordenamientos de ambos Estados, al igual que requirente y requerido, respe-

tando las propias valoraciones de las conductas en el ámbito penal y así evitar 

también le resta importancia al nombre o designación que se dé al delito, por 
cuanto debe estarse a la acción criminal misma, lo que demanda del Estado 
requerido una previa labor de adaptación de los hechos, observando siempre 
los bienes jurídicos lesionados (Sentencia C-780 de 2004. M. P. Jaime Córdo-
ba Triviño).

De igual forma se busca delimitar el campo de acción de los delitos po-

de su familia, el genocidio y otros delitos que sean establecidos en instrumen-
tos multilaterales de los cuales ambos Estados sean parte. Aunque si bien es 

-

que no podrán ser considerados delitos políticos los cuales fueron señalados 
anteriormente.

-
dición. En el artículo 5° se establece que no se concederá este instrumento 
cuando por el mismo hecho la persona ya hubiera sido juzgada, amnistiada 

-
raleza militar y cuando el Estado requerido tenga indicios de que la solicitud 

raza, religión, nacionalidad u opiniones políticas. Con este artículo el nuevo 

requirente “conmute la pena de muerte, la posición de las penas de destierro, 
-

ditado no se le someta a desaparición forzada, a tortura ni a tratos crueles e 

En este punto preciso, considero que se requiere una declaración inter-

a que este garantice, a satisfacción del Estado requerido, que se conmutarán 
tales penas.

Esta declaración es necesaria para que el convenio quede conforme a la 
Constitución Política que establece en su artículo 11 que pena de 

-
nada.

la violación de convenios y tratados internacionales de derechos humanos que 

entre otros) y que pueden hacer parte del Bloque de Constitucionalidad, donde 
el país reconoce el valor de la vida y establece el deber de prohibir la pena de 
muerte o sanciones que afecten la integridad física y moral de las personas 
sometidas a penas de prisión. 

En caso de que no se establezca la garantía solicitada, el Estado requerido 
-

quirente.

mayor precisión cuáles criterios pueden tenerse en cuenta en el momento de 

varias solicitudes presentadas por diferentes Estados. Entre estos destaca que: 
cuando se trate de un mismo hecho, se dará preferencia al pedido del Estado 

-
ferentes, se dará preferencia al pedido del Estado en donde se haya cometido 
el delito más grave y, cuando se trate de hechos distintos, se dará preferencia 
al Estado que lo solicitó en primer lugar. Estos elementos, según los autores, 
sirven para ampliar el campo de posibilidades que permitan a los Estados de-

En términos generales y de acuerdo con la Sentencia C-780 de 2004 que 
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España y Colombia, el presente acuerdo cumple con los estándares mínimos 
que regulan este procedimiento y establece las condiciones necesarias para 
respetar el debido proceso de las personas que pueden ser objeto de este pro-
cedimiento.

No obstante, se solicita que se realice una declaración interpretativa sobre 
el segundo inciso del artículo 11 del convenio, en el sentido de que “la con-

-

-
ta a que garantice a satisfacción del Estado requerido que estas penas serán 

por el Estado requirente, el Estado requerido se negará o rehusará a realizar 

-

siguiente:

-
ción Política y la ley, me permito proponer a los honorables Senadores, dar 
primer debate al Proyecto de ley número 145 de 2007 Senado, por medio de la 

-

de Lima, Perú, a los veintidós (22) días del mes de octubre de dos mil cuatro 
(2004).

Se propone se realice una declaración interpretativa sobre el segundo inci-
-

-
facción del Estado requerido que estas penas serán conmutadas y por tanto no 

De los honorables Senadores,

Senadora Partido Liberal Colombiano.
TEXTO DEFINITIVO PARA PRIMER DEBATE

AL PROYECTO DE LEY NUMERO 145 DE 2007 SENADO

,

de octubre de dos mil cuatro (2004).
El Congreso de la República

-

de Lima, Perú, a los veintidós (22) días del mes de octubre de dos mil cuatro 
(2004).

-
cionado).

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de 

ciudad de Lima, Perú, a los veintidós (22) días del mes de octubre de dos mil 
cuatro (2004).

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1º de la Ley 

Perú, a los veintidós (22) días del mes de octubre de dos mil cuatro (2004), 
que por el artículo 1° de esta ley se aprueba, obligará al país a partir de la fecha 
en que se perfeccione el vínculo internacional respecto al mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.
De los honorables Senadores,

Senadora Partido Liberal Colombiano.
* * *

INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE
AL PROYECTO DE LEY NUMERO 152 DE 2007 SENADO

Bogotá, D. C., 13 de noviembre de 2007
Honorable Senador
JUAN CARLOS VELEZ URIBE
Presidente
Comisión Primera
Senado de la República
Bogotá, D. C.
Referencia: Informe de ponencia para primer debate al Proyecto de ley 

número 152 de 2007 Senado, 

Señor Presidente:
En cumplimiento del encargo impartido, nos permitimos poner a su con-

sideración para discusión de la honorable Comisión, el informe de ponencia 
para primer debate al Proyecto de ley número 152 de 2007 Senado, por medio 

1. Contenido del proyecto
El proyecto de ley que se somete a consideración de la honorable Comisión 

Primera del Senado de la República de autoría del honorable Senador Miguel 
Pinedo Vidal está compuesto por dos (2) artículos. 

atribuciones para interceptar cualquier tipo de comunicaciones, debe de mane-
ra previa al ejercicio de dicha atribución obtener por escrito en todos los casos 
autorización de un juez de la República. De suerte que, las interceptaciones 
que se realicen sin cumplir el citado requisito carecen de validez como medio 
de prueba. 

En el artículo 2°, se establecen las reglas acerca de la entrada en vigencia 
de la presente iniciativa legislativa.

2. Conveniencia del proyecto
Esta iniciativa legislativa en términos reales no introduce ninguna novedad 

en el ordenamiento jurídico actualmente vigente en materia de interceptación 
de comunicaciones y en la inconstitucionalidad de los medios de prueba ob-
tenidos con violación del debido proceso y del derecho fundamental a la in-
timidad.

proyecto de ley, referente al control judicial para la interceptación de comuni-
caciones, se encuentra prevista como mandato constitucional en el artículo 15 
de la Constitución Política. En efecto, el inciso 3° del citado precepto consti-
tucional dispone que: 

orden judicial

antiguo Código de Procedimiento Penal, el cual todavía se aplica para los 
hechos punibles cometidos con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 
906 de 2004. La norma en cita dispone que: “

-
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De manera similar se plasmó el alcance de las interceptaciones en el Nuevo 
Código de Procedimiento Penal, siguiendo para el efecto las reglas del sistema 

de atribuciones judiciales, ordena y práctica la interceptación, la cual se somete 
a más tardar dentro de las 36 horas siguientes al control del juez de garantías. 
(Ley 906 de 2004, artículos 154 y 235). Esta consagración legal corresponde 
a una reiteración del numeral 2 del artículo 250 de la Constitución Política, 
conforme al cual: 

-
ción Política (artículos 15 y 250-2), toda interceptación de comunicaciones 
requiere de manera previa de una orden de autoridad judicial, puntualmente, 

se somete a control ante los jueces de garantías. 
Así las cosas, la norma propuesta en el inciso 1° del artículo 1° no introdu-

ce ninguna novedad frente a la regulación constitucional actualmente vigente, 

legal en ese mismo sentido.
Por otra parte, lo mismo ocurre frente a la invalidez de los medios de prue-

ba obtenidos con violación del debido proceso y del derecho a la intimidad, 
previsto en el inciso 2° del artículo 1° del citado proyecto de ley. En efecto, 

el cual dispone que: “Es nula -

El mencionado precepto constitucional fue objeto de aplicación por parte 
de la Corte Constitucional, en el famoso caso de las interceptaciones ilegales 

-
cisamente, en Sentencia SU-159 de 2002, el citado Tribunal manifestó que: 
“ -

1

-
lativa dirigida a regular las actividades de inteligencia y contrainteligencia, 
las cuales suscitaron un amplio debate en esta Comisión2. Es allí en dicho 

-
tencia o no del famoso rastreo al espectro electromagnético, no encontrando 

de Comisión Primera Constitucional Permanente del Senado de la República, 
archivar el Proyecto de ley número 152 de 2007 Senado, por medio de la cual 

-

 honorables Senadores de la Repú-
blica.

* * *
INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE

AL PROYECTO DE LEY NUMERO 09 DE 2007 SENADO

Honorable Senador
JOSE DAVID NAME CARDOZO
Presidente Comisión Quinta
Senado de la República 
Ciudad
Señor Presidente y demás Senadores:

1  M. P. Manuel José Cepeda Espinosa. 

que llevan a cabo actividades de inteligencia y contrainteligencia cumplir con su misión constitucional y legal, y se dictan otras disposi-
ciones.

Por medio de la presente, muy comedidamente nos permitimos rendir po-
nencia para segundo debate al Proyecto de ley número 09 de 2007 Senado, por

encargo que 
nos hiciera la Mesa Directiva de la Comisión Quinta, y que fuera presentado 
en esta legislatura por el señor Ministro de Minas y Energía, doctor Hernán 
Martínez Torres.

1. Contenido y alcance del proyecto

la importación de Metanol por el Puerto de Santa Marta con el propósito de 
atender la demanda doméstica de biodiésel a partir del año 2008. 

La iniciativa consta de dos (2) artículos, con la cual se adiciona un inciso 
al Decreto-ley 2272 de 1991, que convirtió en legislación permanente a los 
Decretos Legislativos 1146 de 1990 y 1813 del mismo año, quienes conte-
nían unas medidas tendientes a prevenir la utilización e introducción, directa 
o indirecta, de bienes industriales que podían ser sujetos al uso por parte del 

Alcohol Metílico o Alcohol de Madera. 

2. Conveniencia e importancia del proyecto 

Antecedentes normativos

Desde el año de 1990 el país ha restringido el transporte, tránsito, arribo, 
introducción o almacenamiento de ciertos bienes o productos que podían ser 
utilizados para el procesamiento, fabricación o transformación de narcóticos, 
y de esta manera restringir cualquier modalidad delictiva o criminal por parte 
de carteles de la droga, que afectan el orden público constitucional, la estabi-
lidad institucional del país y la seguridad social. 

Es por ello que el Gobierno Nacional, a través del Decreto Legislativo 

detener la acción nociva y los terribles efectos sociales generados por el nar-

parte del Decreto 1038 de 1984, se estableció una prohibición al transporte, 
tránsito, arribo, introducción o almacenamiento de algunos bienes o produc-

-

de Potasio, Carbonatos de Sodio, Metil Etil Cetona (2-Butanona, MEK), 
Disolvente Alifático Número 1, Disolvente Alifático Número 2, Thinner, 
Acetato de Etilo, Metano o Alcohol Metílico, Acetato de Butilo, Diaceto-

Propil Carbinol) y Butanol.

El Decreto 1146 de 1990 a su vez plantea, que algunos de estos bienes son 
necesarios para la fabricación de otros productos enteramente lícitos, y de la 
misma manera pudiendo ejercer un control efectivo a su uso y disposición, 

comerciales, siempre y cuando estas sustancias fueran descargadas con la 
-

3. Para 
este permiso debe mediar un informe por parte del Operador, tanto del Puerto 
como del lugar hacia donde se almacenará o dispondrá el producto. Las zonas 
francas autorizadas por el referido decreto fueron las aduanas de Barranquilla, 
Bogotá, Buenaventura y Cartagena.

Para lograr efectivamente las disposiciones del Decreto 1146, el Gobierno 
-

mitió la entrada de las mercancías enunciadas a las aduanas de Barranquilla, 
Bogotá, Buenaventura, Cartagena y Cúcuta, y a las zonas francas ubicadas en 
las ciudades de Barranquilla, Buenaventura y Cartagena. Otras aduanas fueron 
descartadas en su momento por considerarse que no poseían la infraestructura 
de seguridad requerida. 

Terminada la vigencia del Estado de Sitio en el país, autorizado por el De-

de 1991, donde a través de su artículo transitorio 8º se permitió al Gobierno 
-

3  Artículos 2º del Decreto 1146 de 1990 y 1813 del mismo año. Artículo 4º del Decreto 2272 de 1991. 
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de 1991 el cual, por medio del artículo 4º, adoptó como legislación permanen-
te las disposiciones contenidas en el Decreto Legislativo 1146 de 1990 y sus 

Desde hace varios años, Colombia ha venido incursionando en el uso 
de los biocombustibles, los cuales constituyen una alternativa mejor que 
los combustibles fósiles. Es importante destacar cómo ciertas entidades, 
incluidas organizaciones no gubernamentales, gremios, y sectores como 
el energético, agrícola y ambiental, se han venido integrando al desarrollo 
de las fuentes de energía no convencionales, entre ellas, la biomasa, la 
energía eólica, la geotérmica, la fotovoltáica, el alcohol carburante y más 
recientemente el biodiésel.

Este interés hace parte de las políticas ambientales y energéticas interna-
cionales, que conforman las agendas de los principales países del mundo y de 

materia, en donde juega un papel primordial el uso de biocombustibles, que 
en la escala de fuentes alternativas de energía se ubican el etanol y el biodiésel 
obtenidos a partir de productos agrícolas, que se caracterizan por su carácter 
renovable y biodegradable, y que pueden mezclarse con los combustibles fó-
siles tradicionales (hidrocarburos), mejorando la calidad del combustible y 
reduciendo las emisiones de gases contaminantes.

Colombia ha avanzado en la producción de Etanol gracias a una serie de 
incentivos legales como la Ley 693 de 2001, mediante la cual se obliga a hacer 
una transición en los combustibles automotores, de manera que la gasolina 
tenga una mezcla de 10% de alcohol carburante. De otra parte, la reforma 

-

sobretasas al porcentaje. Igual transición se vislumbra en el caso del Metanol 
cuando se destine a proyectos de producción de biocombustibles, tales como 
el biodiésel, cuyo uso está autorizado por la Ley 939 de 2004 para el uso en 
motores diésel.

alcohol carburante y el biodiésel, encierra grandes esperanzas para Colombia, 
pues no solo es una manera de reducir la contaminación ambiental y la de-
pendencia del petróleo, sino que debería convertirse en una importante fuente 
de divisas en el futuro. Para las regiones podría representar una salida para la 
vocación agrícola del país y para los empresarios lograría ser todo un frente 
estratégico de negocios. 

-
nados tales como alcoholes carburantes, con lo cual se está disminuyendo no-
tablemente la concentración de CO2
del calentamiento global.

en esta nueva etapa de los combustibles renovables, Colombia se está con-
solidando como un jugador importante en el continente. En el 2005 el país 
incursionaba en la producción de etanol a base de caña de azúcar. Hoy 16 
departamentos, es decir el 71% de la demanda nacional, consumen una mezcla 
de gasolina con el 10% de este combustible, con el objetivo de llegar al 100% 

un 20% el porcentaje de mezcla del alcohol carburante con las gasolinas hacia 
el año 2012. 

Por otro lado, hace apenas unas semanas el país inauguró en Codazzi, 
Cesar, la primera planta de biodiésel en Latinoamérica a partir de palma de 
aceite. Una mezcla con el cinco por ciento de este combustible comenzará a 
consumirse en la Costa Atlántica y a partir de marzo de 2008 en el resto del te-
rritorio. Al igual que con el alcohol, el país espera incrementar al 10% el por-
centaje de mezcla en el año 2010 y subir al 20% en el año 2012, para lo cual 

propósito y que permitan que el sector automotriz pueda alcanzar y cumplirle 
al país con el reto señalado. 

La meta es no solo alcanzar los objetivos para el mercado interno, sino 
avanzar a un programa con visión global, en el cual logremos convertir en 
10 años tres millones de hectáreas que hoy se destinan para pastos, a la pro-
ducción de etanol y biodiésel a partir de caña de azúcar, de palma de aceite 
y otras materias primas. Con esto se crearían cerca de un millón doscientos 
mil (1.200.000) empleos y resurgiría el campo como una fuente de estabilidad 
laboral y progreso.

El biodiésel es un combustible ecológico y su empleo en mezclas con el 
petrodiésel, en diferentes proporciones, es utilizable en los motores diesel sin 
requerir ningún cambio. Se denomina biodiésel a la mezcla de esteres metíli-
cos o etílicos de ácidos grasos derivados de aceites de origen vegetal o grasa 

aceite con un alcohol, especialmente el metanol.

La tecnología para producción de biodiésel a partir de metanol es la más 
-

partir del etanol, elemento obtenido a partir de la caña de azúcar. El problema 
que resulta hoy en día para usar el etanol para la elaboración del biodiésel es 

la reacción que el metanol, requiriendo una mayor cantidad de producto para 

un 50%. 

Además de lo anterior, para la producción de biodiésel se requeriría utilizar 

agua de menos del 0,5%, lo cual es muy costoso desde el punto de vista econó-
mico. Esta situación sumada a la gran demanda de etanol que hoy necesitamos 

insumo, ya que el país está necesitando de 1.500.000 litros por día para cubrir 
la demanda nacional con una mezcla al 10% y solo se tiene una capacidad 
de producción de 1.000.000 litros por día, y que además si incrementamos el 
porcentaje de mezcla al 20%, como se pretende para el año 2012, la demanda 
alcanzaría los 3.000.000 litros por día, hace que en este momento el uso del 
etanol como insumo para la producción de biodiésel sea insostenible. Lo an-
terior no descarta que hacia el futuro, si los costos de producción del etanol 
se disminuyen, se pueda usar dicho alcohol como catalizador, pero bajo las 
condiciones actuales no sería viable desde el punto de vista económico. Adi-
cionalmente a esto, debemos indicar que los nueve proyectos de plantas que 
están en curso para su construcción están diseñadas para hacerlo con metanol, 

En este orden de ideas, el metanol es un insumo fundamental para la pro-
ducción de biodiésel, el cual participa con cerca del 11% del total de los insu-
mos utilizados en la producción de este biocombustible, incluyendo la materia 
prima principal, el aceite de palma.

Dicho insumo, el metanol, no se produce en Colombia, razón por la cual su 
importación de terceros países es necesaria.

Con el propósito de atender la demanda doméstica de biodiésel a partir 
de 2008 destinada a sustituir el diésel importado y, frente a las posibilidades 

Colombia el montaje y puesta en marcha de 9 plantas de producción, con una 
capacidad instalada total de 696.000 toneladas de biodiésel anual, de las cua-
les se tiene previsto producir 286.000 durante el 2007 y el saldo restante a lo 
largo de 2008.

De las 696.000 toneladas de biodiésel, 236.000, es decir 34%, correspon-

que se localizarían en la Costa Atlántica, y que pueden acceder al Puerto de 
Santa Marta para la importación de insumos.

En la actualidad la única opción que tienen estas plantas para la importa-
ción del metanol es el Puerto de Cartagena, debido a la restricción establecida 
mediante el Decreto 2272 de 1991 a la introducción de metanol por el Puerto 
de Santa Marta. 
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Esta situación obliga a que las plantas de producción de biodiésel ubica-
das especialmente en la Costa Atlántica deban asumir unos costos adicionales 

haciéndolas menos competitivas nacional e internacionalmente frente a sus 
competidores.

Según el Ministerio de Minas y Energía, el incremento en los costos de 
transporte de estos insumos, podría afectar la sostenibilidad de los proyectos 
de producción de biodiésel de palma ubicados en la zona atlántica dado que 

en dicha zona oscila entre $40.000 y $45.000 por tonelada, mientras que el 
transporte desde el Puerto de Santa Marta oscila entre $20.000 y $25.000, es 
decir, una diferencia promedio por tonelada de $20.000.

Para aquellas plantas que se encuentran ubicadas en Santa Marta la 

siguiente forma: transportar el metanol desde el puerto de Cartagena a las 
plantas de producción de biodiésel tiene un costo de US$22 la tonelada, 
mientras que transportarlo desde el Puerto de Santa Marta a las plantas 
de biodiésel puede tener un costo de US$3.03 por tonelada, es decir, que 

productor de biodiésel.

Con lo anterior, y teniendo en cuenta el impulso que el Gobierno Nacio-
nal le ha brindado al Programa Nacional de Biodiésel y sus perspectivas en 

2272 de 1991 en el sentido de permitir que proyectos especiales para nuestro 
país, como aquellos de producción de biocombustibles, puedan importar por 

de costos que afectan la competitividad del producto a nivel nacional e inter-
nacional.

3.

producción de biocombustibles, y considerando que el metanol es un producto 
que para efectos de la presente tiene como objetivo principal el ser destinado 
a la producción de biodiésel mas no a los demás biocombustibles, y que adi-

de ley ni a las normas que lo complementan, como es la Ley 939 de 2004, los 
presentes ponentes proponemos cambiar la palabra biocombustibles por bio-

4.

damos ponencia positiva al Proyecto de ley número 09 de 2007 Senado, por la 
.

Atentamente,

Honorables Senadores -
-

 Ponentes.

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE
AL PROYECTO DE LEY NUMERO 09 DE 2007 SENADO

.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1º. Adiciónese al artículo 2º del Decreto Legislativo 1146 de 1990, 

como legislación permanente por el artículo 4º del Decreto-ley 2272 de 1991, 
el siguiente inciso:

“Autorícese la importación de metanol por el Puerto de Santa Marta, cuan-

Artículo 2º. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación en 
el .

Honorables Senadores -
-

 Ponentes.

TEXTO APROBADO EN PRIMER DEBATE  POR LA COMISION 
QUINTA CONSTITUCIONAL PERMANENTE DEL HONORABLE 

SENADO DE LA REPUBLICA AL PROYECTO DE LEY NUMERO 09 
DE 2007 SENADO

.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1º. Adiciónese al artículo 2º del Decreto Legislativo 1146 de 1990, 

como legislación permanente por el artículo 4º del Decreto-ley 2272 de 1991, 
el siguiente inciso:

“Autorícese la importación de metanol por el Puerto de Santa Marta, cuan-

Artículo 2º. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación en 
el .

En los anteriores términos fue aprobado el Proyecto de ley número 09 de 
2007 Senado, 

 en sesión del 2 de octubre de 2007.

Honorables Senadores Ponentes:

-

.

El Presidente,

La Secretaria,

SENADO DE LA REPUBLICA

COMISION QUINTA CONSTITUCIONAL PERMANENTE

SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., siete (7) de noviembre de dos mil siete (2007).

En la fecha se recibió el presente informe de ponencia, suscrito por los 
honorables Senadores 

-
y

La Secretaria General,

SENADO DE LA REPUBLICA

COMISION QUINTA CONSTITUCIONAL PERMANENTE

SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., siete (7) de noviembre de dos mil siete (2007).

Se autoriza el presente informe.

El Presidente,

La Secretaria General,
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INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE
AL PROYECTO DE LEY NUMERO 19 DE 2007 SENADO

,
suscrito en la ciudad de Bogotá, D. C., Colombia, a los treinta 

y un (31) días del mes de marzo de 2005.

Bogotá, D. C., noviembre 7 de 2007

Doctora

NANCY PATRICIA GUTIERREZ

Presidenta

Senado de la República

Honorable Senado de la República de Colombia

E. S. D.

Referencia: Informe de ponencia para segundo debate al Proyecto de ley 
número 19 de 2007 Senado, 

, suscrito en la ciudad de Bogotá, D. C., Colombia, a los treinta y un 
(31) días del mes de marzo de 2005. 

Señora Presidenta:

En cumplimiento de la honrosa designación que me hizo la Mesa Directiva 
de la Comisión Segunda, me permito rendir ponencia para segundo debate al 
Proyecto de ley número 19 de 2007 Senado, 

, suscrito en la ciudad de Bogotá, D. C., Colombia, a 
los treinta y un (31) días del mes de marzo de 2005, de conformidad con los 
artículos 150 y 224 de la Constitución Política de Colombia, y los artículos 

Autores: Señora Ministra de Educación, señor
.

Ponente: honorable Senadora 

I. Consideraciones generales

El 11 de abril de 1953, en Madrid, España, los Gobiernos de Colombia y 
-

mento aprobado mediante Ley 139 de 1963 y en vigor desde el 14 de octubre 
de 1964. 

El mencionado instrumento internacional en su artículo 4° prevé “la con-

-

.

También señala: “ -
-

.

de la Comunidad Europea en cuanto al Reino de España concierne, y supe-
rar los obstáculos de orden práctico para el efectivo reconocimiento de los 

las Partes, sujetándolos a la legislación interna de las Partes, así como para 
encontrar celeridad en el proceso, el Gobierno de Colombia y el Gobierno del 
Reino de España consideraron necesario adoptar un nuevo marco normativo. 
En este sentido, se iniciaron las consultas de rigor y se llevaron a cabo las 
negociaciones de la enmienda al referido artículo 4°, lo cual dio como resul-
tado la suscripción, en Bogotá, D. C., el 31 de marzo de 2005, del “Protocolo 

También, hubo especial consideración por parte de los Gobiernos de Co-
-

más los lazos fraternales de amistad, cooperación y buen entendimiento que 
históricamente unen a los dos pueblos, y para continuar impulsando las rela-
ciones bilaterales, culturales y educativas, y hacer ágil y efectivo el propósito 
de que trata la enmienda.

II. Estructura y contenido del Protocolo

-

de un preámbulo o parte considerativa y cuatro artículos. Por el artículo 1º 

La parte considerativa hace referencia a las razones o motivos tenidos en 
-

y la cultura son medios indispensables para el conocimiento mutuo de sus 
pueblos y que la cooperación para el desarrollo debe incluir mecanismos que 
permitan el acceso a los mismos por el mayor número de personas. Asimismo, 

la cooperación educativa y cultural entre los dos países que conlleve de ma-
nera efectiva al ejercicio de profesiones por los nacionales de una Parte en el 
territorio de la otra Parte.

-
ciales, el alcance de la enmienda consiste en establecer que los títulos y certi-

cada una de las Partes, serán reconocidos en el territorio de la otra Parte, te-
niendo en cuenta la equivalencia de los contenidos formativos y la duración 
de los respectivos programas académicos y planes de estudio. Que tal recono-
cimiento producirá los efectos académicos y profesionales, sin perjuicio del 

jurídico de las Partes para el ejercicio de la profesión. En conclusión, una de 
-

tario otorgadas por la otra Parte a efectos de continuar y concluir los estudios 
de pregrado, y de los títulos universitarios para realizar estudios de posgrado 
como especializaciones, maestrías y doctorados, según corresponda.

• El trato no menos favorable consiste en que ninguna de las Partes otorga-
rá a los nacionales de la otra Parte, un trato menos favorable que el otorgado o 
el que llegare a otorgar en materia de títulos y estudios de educación superior 
a ciudadanos de un tercer estado, salvo cuando las Partes en tal sentido deban 
dar cumplimiento a obligaciones contraídas en el marco de organismos supra-
nacionales.

• En cuanto a los criterios de equivalencias, las Partes han acordado traba-
jar conjuntamente en la elaboración de criterios de equivalencias en áreas y 
programas de estudio prioritarios, las cuales servirán como instrumento faci-

-
dios parciales de nivel superior.

-
lando que este entrará en vigor en la fecha de recibo de la segunda comuni-
cación por la cual las Partes se comuniquen el cumplimiento de los requisitos 

aprobación legislativa y de la revisión por parte de la Corte Constitucional.

Por su parte el artículo 3° prevé los mecanismos de solución de controver-
sias que puedan surgir con ocasión de la interpretación o aplicación del Pro-

-
rencias serán resueltas mediante consulta entre las Partes, y que las enmiendas 
entrarán en vigor en la misma forma prevista para el Protocolo.
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con el Convenio Cultural de 1953 entre España y Colombia, mencionando que 
la denuncia del Convenio lleva implícita la del Protocolo.

III.

integración de la Unión Europea con Latinoamérica, que responde a la nece-

países, logrando una formación integral y una posterior circulación de profe-
sionales capaces de aportar el potencial necesario para competir en igualdad 
de condiciones en los distintos procesos de reclutamiento de personal para el 
desempeño de funciones tanto en el sector público como privado los cuales en 
gran medida se basan en la educación, la investigación y la ciencia.

El reconocimiento de los títulos, facilita los estudios profesionales y el 

de sus territorios, previo el cumplimiento de los requisitos establecidos 
-

requisitos:
1. Presentar la solicitud escrita en el formato suministrado por el Minis-

terio.

educación superior colombiana.
5. Recibo de consignación de la tarifa correspondiente.
6. Descripción de contenido del programa académico analítico sellado por 

la institución que otorga el título, si a ello hubiere lugar.

del instrumento internacional que en esta oportunidad somete a consideración 

la consolidación de las relaciones entre Colombia y España y, por supuesto, 
a los ciudadanos de ambos países en aras a obtener el reconocimiento de los 
estudios realizados para continuar con otros de nivel superior y ejercer, si es 
el caso, la correspondiente profesión, todo ello con sujeción al ordenamiento 
jurídico de las Partes. 

IV. Consideraciones de la honorable Senadora Ponente

aprobación de la Senadora Ponente y por ende del Partido Liberal Colom-
biano, al cual representa en la honorable Comisión Segunda del Senado de 
la República. 

2. Después de indagar ante la Embajada de España en Colombia sobre 

Parlamento español he sido informada de que el gobierno español, mediante 
Nota Verbal número 002 de 2006 del 11 de enero de 2006, informó el cumpli-
miento de sus requisitos internos y, en consecuencia, que se obligaba por el 

3. En el desarrollo de esta ponencia se considera importante impulsar estra-

legislativo colombiano o bien sea con un seguimiento aplicado del gobierno 
colombiano mediante su delegación diplomática al trámite legislativo del Pro-

la Unión Europea en el mediano y largo plazo.
4. Colombia por su parte, mediante nota del 30 de enero de 2006, informó 

que se estaban adelantando los trámites correspondientes para la aprobación 

5. Con la preocupación sobre las estrategias tanto del señor Ministro de 

y largo plazo, para el reconocimiento de los títulos profesionales de colom-

como un primer paso hacia la consecución de una efectiva movilidad laboral 

-
to de ley que facilita la situación laboral de españoles y colombianos radica 

Muchos de ellos están en edad de trabajar, por ello, lo anterior redundará en 
su capacitación profesional tanto en su país de residencia como en su país de 
origen.

-
ción Política y la ley, me permito proponer a los Honorables Senadores, dar 
segundo debate al Proyecto de ley número 19 de 2007 Senado, por medio de 

, suscrito en la ciudad de Bogotá, 
D. C., Colombia, a los treinta y un (31) días del mes de marzo de 2005.

De los honorables Senadores,

Senadora Partido Liberal Colombiano.

VI. TEXTO DEFINITIVO PARA SEGUNDO DEBATE
AL PROYECTO DE LEY NUMERO 019 DE 2007 SENADO

,
suscrito en la ciudad de Bogotá, D. C., Colombia, a los treinta 

y un (31) días del mes de marzo de 2005.

El Congreso de la República

a los treinta y un (31) días del mes de marzo de 2005.

-
cionado).

DECRETA:

C., Colombia, a los treinta y un (31) días del mes de marzo de 2005.

de 1944, el “
, suscrito en la ciudad de Bogotá, D. C.,

Colombia, a los treinta y un (31) días del mes de marzo de 2005, que por el 
artículo 1° de esta ley se aprueba, obligará al país a partir de la fecha en que se 
perfeccione el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.

De los honorables Senadores, 

Senadora Partido Liberal Colombiano.

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN PRIMER DEBATE
COMISION SEGUNDA CONSTITUCIONAL PERMANENTE

SENADO DE LA REPUBLICA
AL PROYECTO DE LEY NUMERO 19 DE 2007 SENADO

,
suscrito en la ciudad de Bogotá, D. C., Colombia, a los treinta 

y un (31) días del mes de marzo de 2005.

El Congreso de Colombia

DECRETA:
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D. C., Colombia, a los treinta y un (31) días del mes de marzo de 2005.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la Ley 

Colombia, a los treinta y un (31) días del mes de marzo de 2005, que por el 
artículo 1° de esta ley se aprueba, obligará al país a partir de la fecha en que se 
perfeccione el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación.

* * *

INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE
AL PROYECTO DE LEY NUMERO 226 DE 2007 SENADO, 

Honorables Senadores:

En cumplimiento de lo dispuesto por la Mesa Directiva de la Comisión 
-

guridad Nacional y Honores del Senado de la República, presentamos a su 
consideración Ponencia para Segundo Debate al Proyecto de ley número 226 
de 2007 Senado, 123 de 2006 Cámara, 

, presentado por el Representante a la Cámara por Bogotá, doctor 

Tránsito del proyecto de ley

-
sidente de la Cámara de Representantes el día 25 de septiembre de 2006. La 
Comisión Segunda Constitucional Permanente aprobó la Ponencia para Pri-
mer Debate al Proyecto de ley 123 de 2006 Cámara, en sesión del día 8 de 

-
ción alguna.

El pasado miércoles 31 de octubre de 2007, la Comisión Segunda de Re-

Honores del Senado, aprobó en primer debate este citado proyecto, sin modi-

Importancia del proyecto

Coincidimos plenamente con las manifestaciones del autor del proyecto: 

-
mera de la honorable Cámara de Representantes en el sentido de plasmar el 
nombre de Roberto Camacho Weverberg en una Placa Conmemorativa y colo-
car un óleo con su rostro en homenaje póstumo a su permanencia congresional 
por espacio de dieciséis años.

Como tributo de admiración de la Ciudad Capital por haber sido su Repre-
sentante a la Cámara en cinco períodos y Concejal en dos, además de haber 
sido Concejal en varios municipios cundinamarqueses, se propone que la Ave-

-

mento de Cundinamarca y el Distrito Capital de Bogotá, lleve el nombre de 

el mínimo reconocimiento que se le puede dejar para que en la posteridad los 
ciudadanos lo recordemos con respeto y admiración de su civilidad, impulso 
al progreso y desarrollo de la Capital del país.

El doctor Roberto Camacho inició su vida política antes de terminar sus 
estudios de Derecho, siendo Concejal de los municipios cundinamarqueses 
de Cota, La Calera y Guayabal de Síquima, entre otros. Representante a la 
Cámara Suplente en la lista del Partido Conservador 1982-1986, etapa en la 
que tuvo la oportunidad de impulsar como Ponente la aprobación de la Ley 
Emiliani.

ocupando la Presidencia de la Corporación en ambas oportunidades, así como 
la Presidencia de las Comisiones del Plan y de Presupuesto.

En 1990 sale elegido Representante a la Cámara por Bogotá, elección que 
fue revocada a todos los Congresistas por mandato de la Asamblea Nacional 

encabezar la lista a la Cámara de Representantes por Bogotá del Movimiento 
de Salvación Nacional para el período 1991-1994 en cual fue elegido y ocupó 
el cargo de Primer Vicepresidente. Es reelegido a la misma Corporación en 
los períodos 1994-1998, 1998-2002 y 2002-2006, donde sobresalió por sus 
importantes aportes en la Comisión Primera Constitucional Permanente, en 
donde le encomendaron el estudio de los principales proyectos de ley y actos 

miembro del Consejo Permanente de Política Criminal y Presidente de la Co-
misión Legal de Paz.

Entre los cargos ocupados en los sectores público y privado, cabe señalar 
-

de la Cámara de Comercio de Bogotá y de la Compañía de Seguros Bolívar, 
Jefe de Asuntos Laborales de la Gobernación de Cundinamarca.

Su actividad académica se destacó en la Universidad Sergio Arboleda des-
de su fundación, donde se desempeñó como Primer Síndico, Presidente y Vi-
cepresidente del Consejo Directivo y Profesor de Hacienda Pública por más 

-

del Consejo Directivo del Gimnasio Los Caobos.

Se recopilan de manera especial en esta ponencia, el enunciado de los pro-
yectos de ley de su autoría y como Ponente en los que actuó al interior del 

compilación en una publicación de la Cámara de Representantes.

Actos Legislativos:

-
sidente de la República.

de la Ley Estatutaria que lo desarrolló (Ley Antiterrorismo).

Penal Acusatorio).

Roma de la Corte Penal Internacional.

Leyes de la República:

Ley de Justicia y Paz.
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Proyectos de ley:

Por la cual se establecen condiciones para celebrar un acuerdo humanitario 
con los grupos insurgentes:

el delito de desaparición forzada.

-

Nación.

orden de apellidos de sus hijos.

para la impugnación de la paternidad.

coca en su estado natural. 

El doctor Roberto Camacho fue autor del proyecto para establecer un pro-
cedimiento especial para el saneamiento de la titulación de la propiedad in-
mueble en el país.

Claro reconocimiento de Bancada a su liderazgo en los procesos de unidad 

los valores e ideología conservadora. 

-
gundo Debate al Proyecto de ley número 226 de 2007 Senado, 123 de 2006 
Cámara,

y soli-
citamos a la Plenaria de Senado de la República aprobarlo en Segundo 

Cámara de Representantes.

De los ilustres Senadores, 

Senadores de la República, Ponentes.

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DEBATE
AL PROYECTO DE LEY NUMERO 226 DE 2007 SENADO, 

El Congreso de la República

DECRETA:

Artículo 1°. . La presente ley tiene por objeto brindar un homenaje a 
la memoria de quien en vida fuera uno de los congresistas más destacados del 
Parlamento Colombiano, y reseñar su historial de hombre público.

Artículo 2°. El Congreso de Colombia se vincula a la conmemoración del 
primer aniversario del fallecimiento del ilustre ciudadano Roberto Camacho 

-
do académico y persona de grandes cualidades humanas, que supo representar 
responsablemente el ideario del Partido Conservador y al colectivo que en 
muchas oportunidades lo eligió.

Artículo 3°. Para preservar las ejecutorias de su actividad parlamentaria, la 
mesa directiva de la honorable Cámara de Representantes ordenará compilar 
los proyectos de ley de su autoría y ponencias presentadas, lo mismo que los 
debates e intervenciones más relevantes en los que actuó ante el Congreso 
Nacional.

Artículo 4°. El Gobierno Nacional a través del Ministerio de Cultura auto-
rizará la publicación de sus memorias, referidas en el artículo anterior, como 
documento de importancia para ser difundido entre sus contemporáneos e ins-
trumento ejemplarizante para las futuras generaciones.

Artículo 5°. El recinto de sesiones de la Comisión Primera Constitucional 
Permanente de la honorable Cámara de Representantes, llevará el nombre de 
Roberto Camacho Weverberg, en homenaje póstumo a sus grandes aportes a 
la Patria desde esta célula legislativa, a la cual perteneció durante los períodos 
comprendidos entre 1990 a 2006 por la circunscripción electoral de Bogotá, 
D. C. Con tal motivo se colocará un óleo con su rostro y una placa alusiva a 
su nombre.

Artículo 6°. Como tributo de admiración y reconocimiento a su dedicación 
en bien del desarrollo de la ciudad Capital y del país, desde su condición como 
Concejal, Presidente de esa Corporación y como Representante a la Cáma-
ra, hasta el día que en cumplimiento de su labor congresional, absurdamente 
se produjo su deceso, la vía denominada Avenida Longitudinal de Occidente 
ALO, ubicada en jurisdicción del departamento de Cundinamarca y el Distrito 
Capital de Bogotá, optará el nombre de “Avenida Longitudinal de Occidente 

Parágrafo. El Ministerio de Cultura ordenará la elaboración de un busto 

vial.

Artículo 7°. La presente ley rige a partir de su promulgación.

Senadores de la República, Ponentes.

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN PRIMER DEBATE
COMISION SEGUNDA CONSTITUCIONAL PERMANENTE

SENADO DE LA REPUBLICA
AL PROYECTO DE LEY NUMERO 226 DE 2007 SENADO, 

El Congreso de la República

DECRETA:

Artículo 1°. . La presente ley tiene por objeto brindar un homenaje a 
la memoria de quien en vida fuera uno de los congresistas más destacados del 
Parlamento Colombiano, y reseñar su historial de hombre público.

Artículo 2°. El Congreso de Colombia se vincula a la conmemoración del 
primer aniversario del fallecimiento del ilustre ciudadano Roberto Camacho 

-
do académico y persona de grandes cualidades humanas, que supo representar 
responsablemente el ideario del Partido Conservador y al colectivo que en 
muchas oportunidades lo eligió.

Artículo 3°. Para preservar las ejecutorias de su actividad parlamentaria, la 
mesa directiva de la honorable Cámara de Representantes ordenará compilar 
los proyectos de ley de su autoría y ponencias presentadas, lo mismo que los 
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debates e intervenciones más relevantes en los que actuó ante el Congreso 
Nacional.

Artículo 4°. El Gobierno Nacional a través del Ministerio de Cultura auto-
rizará la publicación de sus memorias, referidas en el artículo anterior, como 
documento de importancia para ser difundido entre sus contemporáneos e ins-
trumento ejemplarizante para las futuras generaciones.

Artículo 5°. El recinto de sesiones de la Comisión Primera Constitucional 
Permanente de la honorable Cámara de Representantes, llevará el nombre de 
Roberto Camacho Weverberg, en homenaje póstumo a sus grandes aportes a 
la Patria desde esta célula legislativa, a la cual perteneció durante los períodos 
comprendidos entre 1990 a 2006 por la circunscripción electoral de Bogotá, 
D. C. Con tal motivo se colocará un óleo con su rostro y una placa alusiva a 
su nombre.

Artículo 6°. Como tributo de admiración y reconocimiento a su dedicación 
en bien del desarrollo de la ciudad Capital y del país, desde su condición como 
Concejal, Presidente de esa Corporación y como Representante a la Cáma-
ra, hasta el día que en cumplimiento de su labor congresional, absurdamente 
se produjo su deceso, la vía denominada Avenida Longitudinal de Occidente 
ALO, ubicada en jurisdicción del departamento de Cundinamarca y el Distrito 
Capital de Bogotá, optará el nombre de “Avenida Longitudinal de Occidente 

Parágrafo. El Ministerio de Cultura ordenará la elaboración de un busto 

vial.

Artículo 7°. La presente ley rige a partir de su promulgación.
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